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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-13570-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad

	Ramón De Mendiola Sánchez

AND FARM COMPANY S.A.


	01-10-10


	JURISPRUDENCIA DE LA SALA  PRIMERA SOBRE LA DETERMINACIÓN DEL MARGEN DE UTILIDAD DEL DISTRIBUIDOR DE UN  30%

-Jurisprudencia de la Sala  Primera de la Corte Suprema de Justicia en el sentido de que el cálculo de  los impuestos para el producto de la cerveza nacional que deben cancelarse para cada periodo fiscal, se debe efectuar partiendo del precio al detallista, al que se le deberá sustraer el impuestos sobre ventas, la utilidad al distribuidor, el impuesto del 3% a favor del IFAM y el impuesto del 5% a favor del IDA.  Se alega que la utilidad del distribuidor se calcula por vía de jurisprudencia, en un 30%, sin prueba que así lo respalde.  

Sentencias 000383-F-S1-2008, 000290-F-S1-2009, 000794-S1-F-20140.



	10-13585-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz. 


	04-10-10
	PRUEBA DE ALCOHOSENSOR OBLIGATORIA

-Se consulta si aplicar coactivamente la prueba de medición de alcohol con el alcohosensor, sin la advertencia de poder o no realizarla, de cara al derecho constitucional de abstenerse de declarar, establecido en el artículo 36 de la Constitución Político, es constitucionalmente posible. 



	10-13599-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ricardo Zúñiga Cambronero

DIMON S.A.
	04-10-10
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA CONVERSIÓN DE LA ACCIÓN PÚBLICA EN PRIVADA

-Jurisprudencia de la Sala Tercera sobre el artículo 20 del Código Procesal Penal, en donde se ha señalado que en los casos de conversión de la acción pública en privada, el procedimiento a seguir es el de acción privada y es a partir de esta última fecha en el que el procedimiento debía desarrollarse como de acción privada, pues antes de la conversión se trataba de un procedimiento propio de delitos de acción pública. El artículo 20 del CPP autoriza únicamente la conversión del procedimiento, pero no del delito, el cual continúa siendo de acción pública.  

Sentencias 513-05, 538-07 y 780-09.



	10-13604-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Chavaría Abarca
	04-10-10
	CONVENCION COLECTIVA DEL INS

-Artículo 89 inciso e) y 101 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. 

Las normas señalan que se prohíbe a los trabajadores endeudarse más allá de sus posibilidades y en caso de que así lo haga, podrá ser despedido sin responsabilidad patronal en caso de que ya se le haya dado una amonestación escrita.

 

	10-13682-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manrique Constenla Umaña
	05-10-10
	TERMINACIÓN DEL MANDATO Y SU INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL

-Artículo 1280 del Código Civil y su interpretación. 

La norma señala que “cuando el mandato es para determinado negocio o acto queda revocado por el nuevo poder conferido a otra persona para el mismo negocio o acto” y la jurisprudencia, particularmente en las sentencias 76-02, 122-06 y 287-08 del Tribunal Primero Civil, niegan el acceso al recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, que anuló varias resoluciones porque los asuntos fueron presentados por el anterior apoderado. 



	10-13699-0007-CO

Consulta Legislativa


	Jorge Gamboa Corrales y otros
	05-10-10
	CONCESIÓN Y OPERACIÓN DE MARINAS  TURISTICAS

-Proyecto de Ley de Modificación de la Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas No. 7744. Expediente Legislativo 14836.



	10-13845-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Meneses Granados

Cámara de Industrias de Costa Rica
	07-10-10
	MEMORANDO DE ENTENDIMIENTO PARA EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON CHINA

-Memorando de Entendimiento sobre el Lanzamiento de las negociaciones de un Tratado de Libre Comercio entre China y Costa Rica. 

En el memorando cuestionado se acusa que Costa Rica realiza compromisos que van más allá de la mera declaración de inicio de negociaciones como: La Comparabilidad de precios en la determinación de subsidios y dumping, El Mecanismo de Salvaguardia de Transición para los productos específicos y La Salvaguardia textil para Productos Específicos. Se acusa que con esto se renuncia a determinados mecanismos de defensa comercial previstos a nivel de OMC específicamente para China, lo que coloca al sector industrial nacional en una situación vulnerable y se acusa que no se sometió aprobación de la Asamblea Legislativa. 

 

	10-13977-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Duartes Delgado
	11-10-10
	PARTICIPACIÓN DE LA VICTIMA EN EL PROCESO PENAL

-Artículo 70, 71 y 358 del Código Procesal Penal. 

Las normas se impugnan en tanto se considera que el legislador omitió darle un trato igual a la víctima, en relación al imputado, dentro del proceso penal, limitando, según indica el accionante, el principio a la Tutela Judicial Efectiva. 



	10-13991-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Isak Akermán Fernández 

La Amidala Internacional S.A.
	11-10-10
	PERSONAS JURIDICAS NO PUEDEN TENER AUTORIZACIÓN PARA CASAS DE EMPEÑO

- Artículo 19 de la Ley 6122 del 17-11-1977. Ley para garantizar al país mayor seguridad y orden. 

La norma impugnada señala que la autorización para casas de empeño, “se extenderá solamente a favor de personas físicas capaces para el ejercicio del comercio o de instituciones estatales autorizadas. Deberá ser renovada anualmente con indicación de las variaciones que hubieran ocurrido con respecto a la solicitud original”. Se acusa que el impedimento establecido para las personas jurídicas no es proporcional ni razonable. Ver 10-10462.



	10-13994-0007-CO

Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
	11-10-10
	LIMITE MAXIMO DE LA PENA DE PRISION 

-Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. 

La  Sala Tercera consulta la constitucionalidad de la norma, en tanto el imputado cuestiona que hubo irregularidades legislativas en la aprobación de la ley. 



	10-14020-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Olman López Agüero

Punta Esmeralda S.A.
	12-10-10
	PROPINA COMO PARTE DEL SALARIO

-Artículo 4 párrafo 3) de la Ley de la Propina. No. 4946 del 03-02-1972, reformado por el artículo 1 de la Ley número 5635 de 1974.

La norma señala que “los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores”. Considera que los patronos no pueden accesar a las propinas para rebajar las cargas sociales e impuestos y obligaría a los trabajadores a cotizar por aparte en cuanto a esos montos, lo que hace que el gremio de saloneros se vea altamente perjudicado. 



	10-14058-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	12-10-10
	LEY DE CONCESIÓN Y OPERACION DE MARINAS TURISTICAS

-Modificación de varios artículos de la Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas. No. 7744. Expediente legislativo 14836.



	10-14131-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rolando Laclé Zúñiga

Bearingpoint México S.R.L.


	13-10-10
	SUSPENSIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO POR INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATISTA Y EJECUCIÓN DE LA GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO. 

-Artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto No. 3311 de 27 de setiembre de 2006. Publicado en La Gaceta número 210 del 02-11-2006.

Parte de la norma impugnada señala que una vez sea documentado preliminarmente el incumplimiento, la Administración emitirá la orden de suspensión de éste y dará al contratista audiencia por el plazo de diez días hábiles indicando los alcances del presunto incumplimiento; la prueba en que se sustenta; la estimación de daños y perjuicios; la liquidación económica, así como la respectiva ejecución de la garantía de cumplimiento y cualesquiera otras multas, todo lo cual se ventilará en un mismo procedimiento. Acusa el accionante que la suspensión del acto tiene consecuencias sumamente graves para el contratista y lesiona el derecho al debido proceso. 



	10-14139-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alberto Canales Cortés

Asociación de Abogados de la Zona Sur
	13-10-10
	JURISPRUDENCIA SOBRE LAS CAUSAS DE EXCLUSIÓN DEL ABOGADO DEL PROCESO PENAL

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del  Juzgado Penal de Osa, en el sentido de que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples ocupaciones no puede asistir al juicio, pues el abogado debe ajustarse el tiempo del Tribunal y no el Tribunal al tiempo del abogado. 

Dicho criterio indica que se sostuvo en los expedientes 09-20092-454-PE y 09-202154-454-PE del Juzgado Penal de Osa, que había sido sostenido por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial, mediante resolución 742-2009. Se alega que viola el derecho de defensa, el principio de legalidad, derecho de trabajo. Ver expediente 10-13183.



	10-14177-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marvin Araya Castillo

Mariscos Magallanes S.A.


	14-10-10
	AUMENTO DE IMPUESTO A FILETES DE PESCADO PANGASSUS

-Decreto Ejecutivo número 35701-MAG-MEIC-COMEX del 17-12-09. Publicado en La Gaceta No. 15 del 22-01-10.

El decreto impugnado incrementa el Derecho Arancelario de Importación (DAI) a los filetes congelados de pescado pangassus (pagasyus spp), de un 15% a 45% del nivel arancelario consolidado por Costa Rica en la Organización Mundial del Comercio  (OMC), sin el debido proceso que establece el artículo 26 del Convenio Arancelario y Aduanero Centroamericano y el Reglamento Centroamericano de Medidas de Salvaguardia. 



	10-14202-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mauricio Porras León

Asociación de Empleados de la Asamblea Legislativa (ASELEGIS)


	13-10-10
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA SOBRE ASOCIACIONES SOLIDARISTAS

-Jurisprudencia de la Sala Segunda en relación con las Asociaciones Solidaristas, en tanto confiere derechos a los ex asociados, equiparándolos a asociados, reconociéndoles rendimientos sobre los montos que tienen en la Asociación. 

Sentencias de la Sala Segunda 373-02, 90-05, 721-05, 1068-09.



	10-14213-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Cristina Mora Rawson
	14-10-10
	SANCIONES POR NO TENER REVISIÓN TÉCNICA EN VEHÍCULO

-Artículo 132 ñ) de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13-04-94. 

La norma señala que se impondrá una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual de un auxiliar del Poder Judicial, a quien conduzca un vehículo sin haber cumplido el requerimiento de la revisión técnica, según lo dispuesto en el artículo 21 de esta Ley. Se acusa que también se le sanciona con la pérdida de puntos en la licencia. 



	10-14240-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Penal de Alajuela
	15-10-10
	PORTACIÓN DE ARMAS PROHIBIDAS

-Artículo 48 de la Ley de Armas y Explosivos.

La norma señala que no se concederá permiso para portar en poblado armas cortantes, punzantes o contundentes. La portación de las que excedan de 9 cm. Se considerará portación de arma prohibida y así se castigará. Se exceptúan las herramientas de trabajo, cuando se demuestre que ese es su fin. En el caso base, no se acepta proceso abreviado por tratarse de portación de arma no permitida, delito que va de 2 a 5 años de prisión y, el Tribunal considera que no se desprende de la norma la necesidad, proporcionalidad y  razonabilidad de la norma y sobre todo de la pena a imponer. 



	10-14284-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Morales Fernández

Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Cabecar de Salamanca


	15-10-10
	REQUISITOS PARA PROFESIONALES INDIGENAS

-Resoluciones DG-305-2009 de la Dirección de Carrera Docente y DG-144-2010 del Área de Salarios e Incentivos, ambos de la Dirección General de Servicio Civil. 

Mediante estas resoluciones se asigna a la escala de sueldos de la administración pública, las clases de los puestos de los estratos docentes y administrativo-docente, correspondiente a la enseñanza indígena y se acusa que no se incluyeron todos los requisitos que el Departamento de Educación Indígena le solicitó al Servicio Civil, en apego al Decreto Ejecutivo 22072-MEP, para la creación de Subsistema de Educación Indígena. 



	10-14298-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Mesén Araya
	15-10-10
	SANCIONES IMPUESTAS POR EL COLEG IO DE ABOGADOS

- Acuerdos 2009-29-023 y 2010-32-021 del Colegio de Abogados. En tanto es una práctica del Colegio de Abogados, que cuando suspende a un abogado, le da efecto retroactiva a la medida, por lo que el profesional no puede terminar los asuntos pendientes como abogado y notario. 



	10-14348-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Mesén Araya
	19-10-10
	NOTIFICACIÓN DE SANCIONES POR EDICTO A LOS ABOGADOS

-Artículo 15 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados. No. 13 del 28-10-1941

La norma señala que decretada la suspensión, la Junta Directiva ordenará su publicación en el Boletín Judicial y lo comunicará al Consejo Superior del Poder Judicial. La medida surtirá efectos a partir de la publicación. Considera el accionante que la notificación por edicto es inconstitucional. 



	10-14391-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Christopher Pirie Gil
	19-10-10
	SANCIÓN POR CONDUCIR CON LICENCIA VENCIDA

-Artículos 134 inciso d), 141 inciso d) y 71 bis, con sus reformas de la Ley de Tránsito.

Las normas impugnadas disponen las sanciones de tránsito por tener la licencia vencida, de más de 80.000 colones y, además el rebajo de puntos de su licencia de conducir, lo que le parece sumamente desproporcionado. 



	10-14450-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Araya Villalobos
	20-10-10
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 145 inciso a) del Código Notarial. Ley número 7764

La norma señala que se impondrán suspensiones desde seis meses y hasta por tres años: a) En los casos citados en el artículo anterior, cuando su actuación produzca daños o perjuicios materiales o económicos a terceros, excepto si se tratare del cobro excesivo de honorarios. Considera el accionante que esto deja al libre arbitrio la pena, pues no se establece la cuantía del caso y perjuicio causado. 



	10-14456-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Elena Odio Tamayo
	20-10-10
	ANULAN PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS EN LA CCSS

-Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS. 

La norma señala que el l pago de la pensión termina por el matrimonio o la unión libre de los beneficiarios de pensión en caso de muerte, salvo cuando el beneficiario se encuentre inválido, situación esta última que quedará sujeta a la calificación y comprobación de los hechos que hará la Caja, mediante los cuales se deberá determinar que la pensión otorgada, continúe cubriendo al menos un 50% de las necesidades básicas del beneficiario.



	10-14710-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Crisanto Mena Valverde
	25-10-10
	NO SE ACEPTA FIRMA CON HUELLA EN PODER JUDICIAL

-Artículo 115 del Código Procesal Civil. 

La norma impugnada señala que si la parte no sabe firmar o si pese a saber no puede hacerlo por una discapacidad, firmará a su ruego otra persona, en presencia de dos testigos de libre escogencia de la primera. La persona ciega o con deficiencias visuales que lo requiera, firmará por sí misma, en presencia de dos testigos a su libre elección. El recurrente acusa que toda su vida ha firmado con su huella digital, pero le rechazan una demanda en el Juzgado de Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés por firmar con la huella. 



	10-14803-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Rafael Espinoza Esquivel
	26-10-10
	PERDIDA DE SEGURO MUTUAL POR FALTA DE PAGO DE TRES CUOTAS

-Artículos 7, 10 y 11 del Reglamento de Reincorporaciones de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional. Aprobado por Junta Directiva en sesiones 4050 y 4053 del 08 y 22 de febrero del 2000.

Señala el accionante que la Sociedad de Seguros de Vida es la encargada de administrar el seguro mutual de los educadores costarricenses. Considera que la normativa es arbitraria en tanto dispone que la falta de pago de tres cuotas consecutivas, harán perder al asociado sus derechos, excepto si se pone al día y paga una multa del 50%, pues se imponen limitaciones abusivas por vía reglamentaria. Además acusa que este reglamento no fue publicado en La Gaceta.

 

	10-14989-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gonzalo Cervantes Barrantes

COOPALCA DEL SUR S.A.
	29-10-10
	CASACION EN PROCESOS EJECUTIVOS

-Artículo 37 inciso g) de la Ley de Cobro Judicial. 

-Jurisprudencia de la Sala Primera respecto a la no aceptación del recurso de casación en los procesos ejecutivos, en los que se declaró la prescripción y que iniciaron antes de la vigencia de esa ley. (sentencias 47-A-SI-2009, 487-A-S-2008, 153-A-SI-2010, 329-A-SI-2010, 630-A-SI-2010, 331-A-SI-2010) 

Se acusa que la norma impugnada derogó la frase: “Salvado el caso de la prescripción”, que se contenía en el artículo 165 del Código Procesal Civil, la cual considera inconstitucional. Considera el acciónate que como consecuencia de esa reforma el artículo 165 del CPC actual también es inconstitucional. 



	10-15027-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Arturo López Salas

VJ Inversiones S.A.
	29-10-10
	IMPUESTO NACIONAL SOBRE PROPIEDAD DE VEHÍCULOS

Artículo 9 de la ley de Reajuste Tributario y Resolución 18ª Consejo Arancelario y Aduanero CA. No. 7088. Publicada en La Gaceta del 30-11-1987. Alcance 34-A. Reformada por Ley 7665 del 08-04-1997. 

La norma impugnada faculta a la Dirección General de Tributación Directa, para establecer el valor de un vehículo mediante tasación o analogía, siempre que no exista información en el mercado interno. En este caso se cuestiona el trámite legislativo de la ley.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-011788-0007-CO

Voto 2010-16401
	01-10-10
	A las nueve horas con veintinueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación de las Actas de la Unión Postal Universal, Congreso XXIII, Bucarest 2004, expediente legislativo número 16.703. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de ,  que se tramita en el expediente legislativo número 16.703, no resulta inconstitucional.-



	10-011787-0007-CO

Voto 2010-16402
	01-10-10
	A las nueve horas con treinta minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de las Actas de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, Congreso XIX Río de Janeiro 2005. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que existen vicios de constitucionalidad graves y esenciales en el procedimiento legislativo correspondiente al proyecto denominado "Aprobación de las Actas de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, Congreso XIX Río de Janeiro 2005", tramitado en el expediente legislativo No. 16.714. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	10-007169-0007-CO

Voto 2010-16470
	06-10-10
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bernardita Jiménez Mora, Christian Barrero Godínez, Emmanuel Torres Ospino, Sebastián Arroyo Trejos en contra del Artículo 46 inciso 3) del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda. Se rechaza de plano la acción.  El Magistrado Castillo pone nota. El Magistrado Ulate salva el voto y le da curso a la acción. La Magistrada Arias pone nota.-

	10-010952-0007-CO

Voto 2010-16492
	06-10-10
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. LACTOMAR S.A. en contra de los Artículos 22 y 23 de la ley N° 6313, artículo 13 de la ley N° 7495, artículo 5 de la ley N°8268, artículo 5.2.10 del “Manual para la Elaboración de Avalúos para Expropiación del Instituto Costarricense de Electricidad. Se rechaza de plano la acción.-



	10-012435-0007-CO

Voto 2010-16504
	06-10-10
	A las quince horas con trece minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación de la Adhesión al Estatuto de la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de  Aprobación de la adhesión al Estatuto de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado  (expediente legislativo No. 17.222) no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.-



	10-005464-0007-CO

Voto 2010-16505
	06-10-10
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Heriberto Guzmán Castillo, Yolanda Castillo Mora en contra del Artículo 47 inciso d) y h) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitudes de Tierras. Aprobado en sesión 051-03 del 10-11-2003. modificado en artículo 38 de sesión número 53-03 del 24-11-2003. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al inciso h) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario,  aprobado en la sesión 051-03 del 10 de noviembre del 2003. Se ordena dar curso con respecto al inciso d) del mismo reglamento.-

	10-013282-0007-CO

Voto 2010-16298
	08-10-10
	A las quince horas con cuarenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Civil y de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos en lo referente a la Circular 57-2010 que es acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, tomado en sesión número 33, del 08 de abril del 2010, artículo XLVIII. Acumúlese esta consulta a la que en el expediente número 10-111850-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	10-012436-0007-CO

Voto 2010-16948
	13-10-10
	A las trece horas con diecinueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al “Convenio Marco Para El Establecimiento de la Unión Aduanera Centroamericana. Exp N°17.274. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de de aprobación de , que se tramita en el expediente legislativo número 17.274, no resulta inconstitucional.-



	08-011410-0007-CO

Voto 2010-16952
	13-10-10
	A las trece horas con veintitrés minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Olman Arguedas Salazar en contra del Plan Regulador de Escazú. Se declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-

	08-008787-0007-CO

Voto 2010-16979
	13-10-10
	A las trece horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Se aclara y adiciona la sentencia No. 2009-14288 de las quince horas diecinueve minutos del nueve de septiembre de 2009, de la siguiente manera: "Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. En lo demás, se declara sin lugar la demanda.".-



	06-012657-0007-CO

Voto 2010-17311
	15-10-10
	A las doce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Loría Arias en contra de la Omisión de la Asamblea Legislativa de Cumplir con el Contenido del Artículo 72 de la Constitución Política. No ha lugar a la gestión formulada.-

	03-005236-0007-CO

Voto 2010-17312
	15-10-10
	A las doce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Miguel Corrales y otros en contra del Reglamento de Investigación Clínica de los Servicios de Asistencia de la Caja Costarricense de Seguro Social y Reglamento de Investigaciones en que Participan Seres Humanos. No ha lugar a las gestiones planteadas.-



	09-009272-0007-CO

Voto 2010-17556
	20-10-10
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Partido Rescate Nacional, Partido Unión Patriótica en contra del Decreto No. TSE-06-2009 aprobado en la sesión ordinaria No. 54-2009 de 4 de junio de 2009 “Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los políticos” y la segunda frase del artículo 104 y la frase final del artículo 105, ambos de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil. No. 3504 de 10 de mayo de 1965. Se rechaza de plano la acción respecto del Decreto No. TSE-06-2009, "Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los partidos políticos", aprobado en la sesión ordinaria No. 54-2009 del 04 de junio de 2009 del Tribunal Supremo de Elecciones. En lo demás, se declara sin lugar la acción.-

	10-006995-0007-CO

Voto 2010-17567
	20-10-10
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guiselle Mora Peña en contra de la Omisión de emitir el Reglamento a la Ley General de Control Interno No. 8292. No ha lugar a la gestión formulada.-

	10-004687-0007-CO

Voto 2010-17568
	20-10-10
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Carlos Salazar Campos en contra del Artículo Dieciséis de la Ley de Pensiones y otra. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-013224-0007-CO

Voto 2010-17569
	20-10-10
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Torrealba Navas, Gianna Cersosimo D Agostino en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera relativa a la aplicación de las Reglas de Interrupción de la prescripción establecidas en el b) del artículo 33 del Código Procesal Penal, a casos en los que el delito acusado es de acción pública. Se rechaza de plano la acción.-

	10-012907-0007-CO

Voto 2010-17715
	22-10-10
	A las once horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Walter Xavier Niehaus Bonilla en contra de la Directriz dictada por la Procuraduría General de la República dirigida a no realizar negociaciones en materia conducción temeraria. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 10-012026-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-

	10-009187-0007-CO

Voto 2010-17716
	22-10-10
	A las once horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sergio Arnoldo León Villalobos en contra del Artículo 9., Ley 7088 del 30 de noviembre de 1978, Ley de Reajuste Tributario y resolución 18 Inciso a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 10-008634-007-CO se tramita ante esta Sala.-

	10-013183-0007-CO

Voto 2010-17717
	22-10-10
	A las once horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del Juzgado Penal de Osa en el sentido de que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples  ocupaciones no puede asistir al juicio. Se deniega el trámite a esta acción.-



	10-011821-0007-CO

Voto 2010-17900
	27-10-10
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. PROCON S.A en contra del Artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y Jurisprudencia en razón de la competencia por la Materia de la Sala Primera de la Corte. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación de esa norma, remite a la jurisdicción laboral cualquier cuestión de carácter contencioso que surja con motivo de la aplicación de la Ley de Seguro Social. Se dimensionan los efectos de la sentencia de la siguiente manera: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo, el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República y a la empresa accionante. Comuníquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.-

	10-013007-0007-CO

Voto 2010-17901
	27-10-10
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Julián Solano Porras en contra de los Artículos 117 y 128 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.-

	10-014177-0007-CO

Voto 2010-17902
	27-10-10
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mariscos Magallanes s.a. en contra del Decreto Ejecutivo 35701-MAG-MEIC-COMEX. Se rechaza de plano la acción.-

	10-014298-0007-CO

Voto 2010-17903
	27-10-10
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Mesén Araya en contra de las Prácticas ejecutadas por el Colegio de Abogados y los acuerdos 2009-29-023 y 2010-32-021 dictados por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-



	10-012895-0007-CO

Voto 2010-17904
	27-10-10
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Chavarría Lizano en contra de la Publicación de Avisos de Remate en el Boletín Judicial y No en la Gaceta. Se rechaza de plano la acción.-

	10-009929-0007-CO

Voto 2010-17907
	27-10-10
	A las quince horas con siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a los Artículos 204 y 304 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 204 bis del Código Procesal Penal no es inconstitucional. Asimismo, se estima que el artículo 304 del Código Procesal Penal no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que a partir de la fase del debate únicamente procede la protección extraprocesal de la víctima o testigo, a fin de no lesionar el derecho de defensa y que dicha protección debe mantenerse, aún después de la firmeza del fallo, mientras resulte necesaria para la seguridad del testigo, perito, deponente o sus familiares. Notifíquese, publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	10-013994-0007-CO

Voto 2010-17908
	27-10-10
	A las quince horas con ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente al proceso para la revisión de la sentencia promovido por Alexander Vargas Rojas, mayor, cédula de identidad, 4-451-171 contra la resolución número  140-B.96 del Tribunal Superior Segundo Penal de San José, de las deiciséis horas con treinta minutos del veintisiete de agosto de mil novecientos noventa y seis. No ha lugar a evacuar  la consulta planteada.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-01782-007-CO
	Cristina González Collado y Alexander David Wong Fernández contra el artículo 106 inciso c) del Código de Familia. La norma dispone: “Requisitos generales para todo adoptante. Para ser adoptante, se requiere: c) Ser por lo menos quince años mayor que el adoptado. En la adopción conjunta, esa diferencia se establecerá con respecto al adoptante de menor edad. En la adopción por un solo cónyuge, esa diferencia también deberá existir con el consorte del adoptante.” 
Resolución de 14:45 horas del 17 de setiembre del 2010
Boletín judicial 205, 206, 207 del 22, 25 y 26 de octubre del 2010.
	REQUISITOS PARA LOS ADOPTANTES
La norma se impugna en cuanto exige como requisito general para adoptar, una diferencia de 15 años entre adoptante y adoptado, lo que a juicio de los accionantes es irrazonable tratándose de una adopción entre adultos. Adicionalmente, lesiona los artículos 51 y 52 constitucionales, que consagran la familia como elemento natural y fundamento de la sociedad, pues impide a dos adultos establecer un vínculo legal por no cumplir un requisito que resulta irrazonable. 


	10-12093-007-CO
	Ramón Atencio García Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma de Corporación Megasuper S.A. contra los artículos 124 y 116.b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 
Resolución de 13:50 horas del 20 de setiembre del 2010
Boletín judicial 205, 206, 207 del 22, 25 y 26 de octubre del 2010.
	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE OBLIGACIÓN TRIBUTARIA
Las normas se impugnan en cuanto se delega en la Administración Tributaria elementos esenciales de los tributos, que están reservados a la ley en materia tributaria; como son los criterios para determinar la base imponible del impuesto sobre la renta. Esa delegación inconstitucional permite la más absoluta discrecionalidad a la Administración Tributaria para desechar la prueba contable cierta, oficial y auditada (exigida por los artículos 24, 25 y 116 a) del Código Tributario) y en su lugar adoptar cualquier renta líquida gravable "a juicio de la administración". La determinación libre, arbitraria, sin reglas, de cualquier renta líquida gravable incumple el principio de certeza normativa tributaria exigido por los artículos 18,33, 39,41,121.13) de la Constitución Política. Por ello es inconstitucional el artículo 116 b) del Código Tributario. También es inconstitucional por su texto y por sus efectos el artículo 116 b) del Código Tributario, porque la determinación libre, arbitraria de la renta líquida gravable es confiscatoria, al obligar al contribuyente a pagar más que lo que impone la ley. 


	10-012558-007-CO
	Yuribeth Méndez Castro, para que se declaren inconstitucionales los artículos 152 y 153 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. 
Resolución de 08:30 horas del 22 de setiembre del 2010
Boletín judicial 206, 207, 208 del 25, 26 y 27 de octubre del 2010.
	IMPUGNACIÓN DE BOLETAS DE CITACIÓN EN MATERIA DE TRANSITO
Las normas se impugnan en cuanto deniegan la posibilidad de emplear recursos de impugnación verticales en contra de las resoluciones dictadas por los órganos administrativos del Consejo de Seguridad Vial (en adelante COSEVI) conocidos como "Unidades de Impugnación de Boletas de Citación". Señala la accionante que el Estado ha conculcado su derecho de recurrir los actos administrativos ilegítimos o abusivos, al impedir el empleo de los recursos de apelación y revisión que se encuentran establecidos en la Ley General de la Administración Pública, el Código Procesal Contencioso Administrativo y el Código Procesal Penal, en lo conducente a materia de contravenciones. Ello por cuanto, el artículo 153 in fine dispone que "la resolución de fondo del asunto, dictado por la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del COSEVI, pondrá fin al procedimiento administrativo y se ejecutará de inmediato." Afirma la accionante que los artículos 152 y 153 cuestionados, establecen un procedimiento administrativo "sui géneris" al crear un recurso de inconformidad en contra de las boletas de citación que extienden los inspectores de tránsito, que son los operadores físicos del COSEVI a nivel nacional. El denominado "recurso de inconformidad" se materializa en un formulario prediseñado que es llenado por el administrado y se presenta ante el mismo COSEVI, lo cual evidencia que se trata de un recurso horizontal atípico que se tramita ante una oficina administrativa, lo que hace ver que se está ante un procedimiento administrativo, que debería regirse por las reglas de la Ley General de la Administración Pública, para garantizar el debido proceso en sede administrativa. El artículo 153 dispone que las resoluciones de fondo del asunto pondrán fin al procedimiento administrativo y se ejecutarán de inmediato, eliminando así las garantías de acceso a la justicia pronta y cumplida, sin denegación y estricta conformidad con las leyes. 

	10-12424-007-CO
	AGENCIA NAVIERA CENTROAMERICANA ANC S.A. Y OTROS, para que se declare inconstitucional el Artículo 16 de la Ley 6717 "Ley de Impuestos Municipales de Limón".
Resolución de 10:30 horas del 23 de setiembre del 2010  
Boletín judicial 208, 209, 210 del 27, 28 y 29 de octubre del 2010.

	COBRO A NAVIERAS DEL IMPUESTO POR CONCEPTO DE ZARPE
La norma se impugna en cuanto a juicio de los accionantes crea una discriminación en perjuicio de las empresas navieras de bandera no costarricense, al crear un impuesto por concepto de zarpe de cada barco, pese a que tal hecho no puede ser considerado como una actividad lucrativa en sí misma, sino que es parte del proceso de transporte marítimo, como un todo, y se deja de lado el requisito de otorgamiento de licencia municipal, como paso previo y activador del hecho generador del impuesto de patente. También estiman que, sin justificación técnica, dicho artículo establece que las embarcaciones que no poseen bandera nacional pagarán por concepto de zarpe el equivalente a cinco centavos de dólar moneda de los Estados Unidos de América (US $ 0,05) por cada unidad de tonelaje de registro bruto (TRB), lo que implica un monto carente de razonabilidad y proporcionalidad. 



	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	192
	04 de octubre del 2010
	Sentencia 2007-11156

Expediente 07-04494-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. TACA INTERNATIONAL AIRLINES Sociedad Anónima, en contra de los artículos 156 inciso 3 y 179 de la Ley General de Aviación Civil y el artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 3326 de 25 de octubre de 1973, que es “Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación”. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anulan el inciso 3) del artículo 156 y el artículo 179 de la Ley General de Aviación Civil, así como el artículo 5 del "Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación", que es Decreto Ejecutivo T #3326 de 25 de octubre de 1973. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.-

El Magistrado Mora declara parcialmente con lugar la acción en cuanto se aplica al artículo 5° del Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación a empresas de explotación de servicios aéreos internacionales de transporte público.-

Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-


	192
	04 de octubre del 2010
	Sentencia 2010-13099

Expediente 08-04317-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Francisco Ugalde Víquez, José Merino del Río, Juan Cristóbal Figuerola Landi en contra del Decreto Ejecutivo 34282-TUR-MINAET-C. Se admiten como coadyuvantes pasivos de la acción a los gestionantes Rodolfo Hernández Gómez, Director del Hospital Nacional de Niños; María Elena Carballo, Ministra de Cultura y Juventud; Brigitte Ramírez Rodríguez, Presidenta de la Asociación Puntarenense para la Persona Adulta Mayor; José Antonio Li Piñar, Presidente Ejecutivo del Instituto Mixto de Ayuda Social; la señora Agnes Gómez Franceschi, Alcaldesa Municipal del Cantón Central de Puntarenas.  Se rechaza por extemporánea la solicitud de coadyuvancia de la señora Laura Chinchilla Miranda, Ministra de Justicia. Se tiene como parte a Carlos Ricardo Benavides Jiménez, Ministro de Turismo y Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Turismo. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 1° del Decreto Ejecutivo No. 34282-TUR-MINAET-C de 25 de enero de 2008, publicado en el Alcance 10 a La Gaceta No. 28 del 8 de febrero de 2008, en cuanto modifica únicamente el inciso A. del artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 33327-MINAE, salvo la adición de la porción de agua que se agrega al Refugio Nacional de Vida Silvestre Isla San Lucas y el apartado B que mantienen vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

El Magistrado Armijo salva el voto y declara inconstitucional el Decreto Ejecutivo N°34282-TUR-MINAET-C de 25 de enero de 2008.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	204-205-206
	21-22-25 de octubre del 2010
	Sentencia 2010-15723
Expediente 05-14531-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elia Rosa Wong Dijeres en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades Por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. Se adiciona y aclara la sentencia número 2010-004462 de las catorce horas treinta minutos del tres de marzo del dos mil diez, en el sentido de que sus efectos son a partir del dictado de la sentencia, excepto para el caso que sirvió de base a la acción, en donde los efectos son retroactivos a partir de la vigencia de la norma anulada.-

	204-205-206
	21-22-25 de octubre del 2010
	Sentencia 2010-15738
Expediente 09-09190-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Costarricense de Concesionarios de Materiales y Agregados para la Construcción, Julio Alberto Bustos Valderrama en contra de la Ley de Regulación de la Extracción de Materiales de Canteras y Cauces de Dominio Público por parte de las Municipalidades (8668). Se declara sin lugar la acción.-

	204-205-206
	21-22-25 de octubre del 2010
	Sentencia 2009-02007

Expediente 03-10425-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Enrique Romero Pérez en contra del artículo 61 de la Ley número 7969 de 22 de diciembre de 1999. Se aclara el considerando VII de la Sentencia No. 15716-05 de las 14:55 horas de 16 de noviembre de 2005 en el sentido que el Tribunal Administrativo de Transporte sí tiene personalidad jurídica instrumental.-
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AMBIENTE 

18169-10. PERMISOS. SE CUESTIONA OTORGAMIENTO DE PERMISO PARA PLANTA DE  TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES A EMPRESA PRIVADA EN SAN RAMON. Los recurrentes centraron su alegato en cuanto a que la planta de tratamiento de aguas residuales de una empresa privada fue construida sin llevar a cabo la evaluación de impacto ambiental pertinente. Sobre ese particular, se le dio audiencia a la Secretaria Técnica Nacional Ambiental,  quien no afirmó que para la construcción de la planta en cuestión se requiriera la evaluación de impacto ambiental. Más bien, apuntó que el sistema utilizado por la empresa, se trata de una mejora significativa y continua al sistema de tratamiento de aguas residuales y que lo requerido es que cumpla con la normativa vigente respecto a los reportes operacionales de vertido de aguas residuales. Por lo anterior, se declara sin lugar el recurso, no sin antes advertir a las autoridades involucradas que deberán continuar ejerciendo su labor de control y fiscalización, de modo que, en caso de verificar alguna situación contraria a la salud pública o al medio ambiente, deberán, inmediatamente, cada una dentro de las esferas de su competencia, adoptar las medidas correctivas que correspondan. SL

17488-10. AUDIENCIA. SE ORDENA PROGRAMAR AUDIENCIA PARA PROYECTO DE RELLENO SANITARIO EL TOMATAL EN LIMÓN. Indica el recurrente que solicitó a la Ministra de Salud información relacionada con el marco técnico y jurídico del proyecto de relleno sanitario para la ciudad de Limón. Aduce que el lugar en el cual se construye el proyecto es un área de alta vulnerabilidad para el recurso hídrico. Considera que las consecuencias que podría tener el proyecto en el ambiente son irreversibles y catastróficas así como en la salud de las personas. Señala que no se ha realizado un a audiencia pública por parte de la Secretaría Técnica Ambiental, así como tampoco se ha reparado el camino de acceso al Proyecto, lo que imposibilita el acceso de materiales y otros necesarios para la construcción. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en contra de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, por cuanto se verifica la falta de una audiencia pública que garantice una adecuada comunicación, información y diálogo con la población sobre el proyecto de relleno sanitario El Tomatal. En consecuencia, se ordena a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental,  realizar las gestiones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se programe la celebración de la mencionada audiencia, en la cual se deberá garantizar a todas las partes el derecho de participación en forma plena, y una vez realizada se le dé el trámite correspondiente según la normativa vigente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17232-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE BAR. Alega el recurrente que reside en Matina, a la par del negocio comercial de nombre Bar El Retorno. Refiere que el citado bar se encuentra cerca de la Clínica de Bataan y, debido a la bulla que genera produce contaminación sónica. Indica que puso  en conocimiento de la situación a la Municipalidad recurrida, pero lo único que se le dijo fue que no había existido cambio de razón social y que, lo tocante a la contaminación sónica y autorizaciones de funcionamiento, era competencia del Ministerio de Salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director a.i del Área Rectora de Salud de Matina del Ministerio de Salud, tomar de manera inmediata las medidas correspondientes dentro del ámbito de sus competencias para evitar que el funcionamiento del local "The New Caribean Salon" continúe generando contaminación sónica en la zona cercana a la Clínica de Bataan. Asimismo, se ordena al Alcalde Municipal de Matina, disponer lo necesario para que de inmediato, se corrobore que el local mencionado funciona dentro del horario permitido y de acuerdo con el uso de suelo autorizado. CL

17167-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE BAR. Indican los recurrentes que en su comunidad se encuentra funcionando el negocio comercial denominado Bar Happy's, el cual genera contaminación sónica. Señalan  que el citado negocio realizó modificaciones en la estructura, generando que los ruidos salgan del local, situación que afecta a los vecinos de la localidad. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud del Cantón de Nicoya,  y al Alcalde Municipal del Cantón de Nicoya,  que adopten inmediatamente las medidas necesarias y las acciones pertinentes a fin de impedir que el funcionamiento del negocio Bar Happy continúe produciendo contaminación sónica. CL

17237-10. PERMISOS. REVOCAN PERMISO DE VIABILIDAD  AMBIENTAL EN PROYECTO URBANO LA ARBOLEDA SIN DEBIDO PROCESO. Aduce el recurrente que su representada es propietaria del proyecto de desarrollo urbano denominado La Arboleda, al cual  se le otorgó  la viabilidad ambiental. Indica que sin haber otorgado audiencia previa y sin seguir el procedimiento legalmente establecido, anuló la resolución número 249-2010-MINAET, cuyo acto administrativo les había otorgado la viabilidad ambiental al proyecto en cuestión, todo lo cual considera contrario al principio de irrevocabilidad de los actos propios, debido proceso, legalidad y derecho de propiedad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución No. R-302-2010-MINAET de las 11:00 hrs. de 2 de junio de 2010 del Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. CL
16943-10. AGUA. CONTRATACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE ACUEDUCTO DE SARDINAL. Alega el recurrente que debido al desabastecimiento del agua en el cantón de Carrillo,  suscribió una carta ante el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados con el propósito de costear las obras para el acueducto que llevará agua a los acuíferos de Sardinal y El Coco a Ocotal y la Zona Alta; no obstante, casi a un año de firmada la carta  la corporación municipal recurrida tomó el acuerdo en donde  solicita al Presidencia de la República, declarar "Emergencia Nacional la escasez de agua en el cantón de Carrillo”. Indica que a la fecha no existe estudio hidrogeológico del acueducto Sardinal-2008 y se está autorizando realizar una obra sin respetar el procedimiento establecido en la ley. Manifiesta que lo que más le inquieta corresponde a la limitación del servicio de agua para la población a favor del capital nacional o extranjero, incluso afectando los derechos de los ciudadanos a quienes se les ha violentado una y otra vez su derecho a manifestarse de forma pacífica. Indica que Contraloría General de la República manifiesta que no tiene competencia por ser "una obra privada", sin importar los graves peligros que esa situación provocará a los residentes del lugar en un futuro cercano. Por último señala que envió oficio solicitando información y denunciando  la actitud asumida por la Ingeniera de esa corporación, al omitir dar información sobre lo ocurrido con este asunto, donde sea que se ocultó información y se negó toda comunicación con una de sus Asesoras, incumpliendo sus funciones y por ende, violentando el acceso a la información.  Se declara parcialmente con lugar el recurso por las violaciones cometidas contra los artículos 50 y 9 de la Constitución Política y se le desestima en cuanto a lo demás. En lo concerniente a los efectos jurídicos de la parte estimatoria de la presente sentencia, se remite al recurrente a lo ya ordenado por la Sala en el voto No. 2009-000262. CL Parcial
ASAMBLEA LEGISLATIVA
16948-10. CONVENIO PARA ESTABLECER LA UNIÓN ADUANERA CENTROAMERICANA. Consulta Legislativa en lo referente al “Convenio Marco Para El Establecimiento de la Unión Aduanera Centroamericana. Exp N°17.274. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el Convenio, que se tramita en el expediente legislativo número 17.274, no resulta inconstitucional. Evacuada
16401-10. INTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACTAS DE LA UNIÓN POSTAL UNIVERSAL. Consulta Legislativa. en lo referente a la Aprobación de las Actas de la Unión Postal Universal, Congreso XXIII, Bucarest 2004, expediente legislativo número 16.703. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de,  que se tramita en el expediente legislativo número 16.703, no resulta inconstitucional. Evacuada

16402-10. INTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACTAS DE LA UNIÓN POSTAL DE LAS AMÉRICAS. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de las Actas de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, Congreso XIX Río de Janeiro 2005. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que existen vicios de constitucionalidad graves y esenciales en el procedimiento legislativo correspondiente al proyecto denominado "Aprobación de las Actas de la Unión Postal de las Américas, España y Portugal, Congreso XIX Río de Janeiro 2005", tramitado en el expediente legislativo No. 16.714. Evacuada

16409-10. POLITICA INSTITUCIONAL. IMPIDEN A DIPUTADO ATENDER CITA PROGRAMADA EN SU RECINTO DE TRABAJO. Alega el recurrente que cuando se encontraba en su oficina, le fue impedido atender en ese lugar una cita concertada previamente. Aduce que las personas citadas no pudieron ingresar al edificio principal de la Asamblea Legislativa, a pesar de que se dirigió personalmente al puesto de seguridad a interceder ante los oficiales de seguridad. Señala que el fundamento de esa actuación es una circular del Directorio Legislativo, que indicaba que por motivos de seguridad institucional y en cumplimiento del Reglamento de Acceso, Salida y Permanencia de Visitantes en la Asamblea Legislativa, durante ese día se suspendería el ingreso de visitantes a las instalaciones. Dice que la disposición del Directorio Legislativo es ilegítima y violenta sus derechos fundamentales como Diputado, ya que no cumple las formalidades del debido proceso, pues afecta a todos los diputados que poseen las mismas facultades y atributos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Abdelnour pone nota. SL

16504-10. INTRUMENTOS INTERNACIONALES. APROBACIÓN DE LA ADHESIÓN AL ESTATUTO DE LA CONFERENCIA DE LA HAYA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. Consulta Legislativa en lo referente a la Aprobación de la Adhesión al Estatuto de la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado.Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la adhesión al Estatuto de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado  (expediente legislativo No. 17.222) no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Evacuada

BANCARIO 
17933-10. SANCION. SE CUESTIONA SANCIÓN IMPUESTA POR LA SUGEVAL. Alega el recurrente que los puestos de bolsa que representa, fueron sancionados por la SUGEVAL, imponiéndoles una sanción equivalente al 2 % del patrimonio social de ambas entidades, por cada falta cometida sin debido proceso.  Añade que en contra de dicha resolución se interpusieron los recursos de revocatoria, el cual se rechazó. Sostiene que las resoluciones emitidas por las autoridades accionadas carecen de fundamentación adecuada, sobre los hechos que dieron origen al procedimiento, así como, al dictado de las sanciones en contra de sus representadas.  Añade que la Superintendencia ordenó realizar una comunicación al mercado y público en general, sobre la sanción impuesta a las empresas amparadas, sin aclarar que tipo de procedimiento se siguió y los motivos que fundamentan la sanción, la cual se impone en adición a la sanción establecida en la normativa sobre la materia, lo que es improcedente y contrario a derecho.  Tales afirmaciones y omisiones por parte de los recurridos ocasionan un grave perjuicio a las amparadas, dado que se mancha la credibilidad como entidades de puestos de bolsa no solo frente a sus clientes, sino, ante las contrapartes en el mercado de valores. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

16529-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. ORDENAN A BPDC ACTUALIZAR INFORMACIÓN CREDITICIA ANTE LA SUGEF. Aduce el recurrente que a su representada se le denegó un préstamo  para la compra de maquinaria, lo anterior debido al reporte crediticio que emitió la SUGEF, en el que aparece una operación crediticia incobrable con el banco recurrido que data de hace más de veinte años, situación que coloca a la cooperativa como un cliente de alto riesgo, por lo que dicha calificación impide al Banco poder otorgarles un crédito.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Banco Popular y de Desarrollo Comunal se refiere. Se ordena al Apoderado General Judicial del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, remitir de forma inmediata a la Superintendencia General de Valores, el estado actual de la operación de crédito 001006-050302-3, sea Cobro Judicial 2, es decir, cuenta incobrable. (Se cambia el criterio de la sentencia 18005-09) CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

17988-10. BECA. SUSPENSIÓN INJUSTIFICADA. Alega la recurrente que debido a su situación económica, para no abandonar de manera definitiva los estudios primarios, FONABE le aprobó una beca en el año dos mil nueve.  Establece que sin haber realizado procedimiento administrativo alguno, de manera abrupta e irregular en el mes de noviembre de dos mil nueve, se le suspendió el beneficio que había adquirido, por lo que solicitó explicaciones en el centro educativo para que se le cancelara la correspondiente beca, y a la fecha no ha recibido suma económica alguna. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Fondo Nacional de Becas. Se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas, adoptar las medidas que sean necesarias, a fin de que proceda a depositar el monto correspondiente a la beca otorgada a favor de la menor amparada, INMEDIATAMENTE. Respecto de la Directora de la Escuela Fray José Antonio Lindo y Goicoechea de Paraíso de Cartago, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17952-10. CENTRO EDUCATIVO UNIVERSITARIO. CONDICIONES DE SERVICIOS SANITARIOS. Indica  el recurrente que en los baños del edificio de la facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Costa Rica,  se carece de varios implementos básicos para la higiene personal de cada estudiante, como lo son el jabón antibacterial, toallas desechables o un secador de manos, y papel higiénico. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Decano de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de Costa Rica, realizar las acciones necesarias para que en los servicios sanitarios de la Facultad que dirige se disponga de papel higiénico y jabón de forma permanente, lo anterior deberá realizarlo de manera inmediata a partir de la COMUNICACIÓN de esta sentencia. CL

17163-10. BECA. SOLICITUD  DEL SERVICIO  DE TRANSPORTE .  Reclama la recurrente  que sus hijos son estudiantes  del  Colegio Técnico Profesional Roberto Evans Sanders de Siquirres. Indica que por tal razón  tiene tres años de haber solicitado se autorice la ruta de transporte No. 6612, lo anterior, debido a que la distancia entre los pueblos hacia la institución es de más de quince kilómetros. Menciona que hace unos días se comunicó con el Departamento de Transporte Estudiantil del Ministerio de Educación Pública, dependencia donde le indicaron que la ruta había sido aprobada  desde el 23 de de abril de  este año, asimismo que fue remitida la documentación al Fondo Nacional de Becas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas del Ministerio de Educación Pública, :  1) Proceder de inmediato a dar trámite a la solicitud de becas de transporte de la ruta n°6612 recibida el pasado 23 de abril del 2010, donde se incluye a los menores amparados, si es que a la fecha no se hubiere hecho, y a informar del trámite al Jefe del Departamento de Transporte Estudiantil, al Director del Colegio Técnico Profesional Padre Roberto Evans y a la recurrente. 2) De resolverse de forma positiva la solicitud de beca, proceder de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de su competencia para que se realice el efectivo pago de la beca de transporte a los menores amparados. CL
17159-10. MATERIAS. CLASES DE EDUCACIÓN FÍSICA. SE ORDENA IMPARTIR LECCIONES. Indican los recurrentes que desde el presente curso lectivo, la Directora del Centro Educativo República de Argentina dispuso eliminar la materia de Educación Física, sin que haya existido directriz alguna del Ministerio de Educación Pública en ese sentido.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ordena al Director de Recursos Humanos, y a la Directora de la Escuela República Argentina,  adoptar de INMEDIATO las acciones administrativas necesarias para  asegurar que para el curso lectivo dos mil once  la Escuela República de Argentina cuente con el código presupuestario requerido para que los estudiantes de preescolar y primaria reciban clases de educación física. CL

17234-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.Indica la recurrente que es  estudiante de décimo año en el Liceo Chachagua de Peñas Blancas de San Ramón de Alajuela. Sostiene que a inicios del mes de setiembre del año en curso, un estudiante de ese centro educativo lo agredió, obligándolo a defenderse, ataque que se realizó en presencia de aproximadamente veinte estudiantes. Menciona que al efectuarse el procedimiento de investigación correspondiente, las autoridades recurridas, sin otorgarle el debido proceso, procedieron a aplicarle una sanción de quince días de suspensión, así como el rebajo de veinte puntos en la nota de conducta. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho de defensa y debido proceso en perjuicio del estudiante amparado. CL

16596-10. MATERIAS. CLASES DE MATEMÁTICAS. SE ORDENA REPONER CLASES PERDIDAS. Alegan los recurrentes que debido a un problema disciplinario de un profesor, los alumnos del Colegio Técnico Profesional Fernando Volio Jiménez, en Quebradilla de Cartago, no han recibido ni una sola lección de matemática. Aducen que el director de la institución les ha manifestado que ha planteado continuas gestiones al respecto, pero no las atienden.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Colegio Técnico Profesional Fernando Volio Jiménez  y al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que, en forma inmediata, dispongan lo necesario a fin de que las amparadas y sus compañeros de curso reciban las lecciones de matemáticas ordinarias, así como las necesarias para reponer las perdidas por causa de la omisión señalada en la parte considerativa. CL

16580-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Manifiestan los recurrentes que debido a una investigación por la sustracción de algunos bienes de la profesora del centro educativo donde estudia el amparado, se trató de responsabilizarlo junto con otro compañero. Indican que se realizó un careo con la presunta ofendida, sin embargo nunca se informó a los encargados legales de la persona menor de edad para que estuvieran presentes y de ese modo poder ejercer su derecho a la defensa. Indican que después de las vacaciones de medio período,  se le impuso al amparado un rebajo de diecinueve puntos en la nota de conducta y la inasistencia al centro educativo por quince días. En vista de ello presentaron  nulidad  y les comunicaron que se deba por agotada la vía administrativa, ordenándose la ejecución de la acción correctiva. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución del Colegio Francisca Carrasco Jiménez, del 24 de agosto de dos mil diez, suscrita por la Profesora Guía de la sección 7-F. CL
16372-10. EXAMEN. SE ORDENA A MINISTRO DE EDUCACIÓN HACER CUMPLIR RESOLUCION QUE EMITIÓ SOBRE  REPETICIÓN DE PRUEBA A ESTUDIANTE. Alega el accionante que recurrió contra la prueba o examen de segunda convocatoria de español de octavo año del amparado, ante una profesora del Colegio Técnico Profesional de Limón, por una serie de errores en su confección, que afectaban directamente su resultado. Refiere que ante el rechazo del recurso, acudió ante el Ministro de Educación Pública, en donde el recurso fue declarado con lugar y se dispuso que se repitiera la prueba de segunda convocatoria de aplazados de octavo año de la materia de español del curso lectivo de 2009, garantizándose el cumplimiento de los objetivos y contenidos del programa de estudios de esa materia vigente para el nivel. Acusa que a pesar de la resolución, y de que ésta fue comunicada a la Directora Regional de Educación de Limón, al Asesor Supervisor del Circuito Primero de la citada Dirección y a la Directora del Colegio Técnico Profesional de Limón, se ha hecho caso omiso de la resolución y por ende no se ha repetido el examen. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Educación, que proceda de inmediato, si es que ya no lo ha hecho, a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de su competencia para que la Directora del Colegio Técnico Profesional de Limón: 1) Haga cumplir a cabalidad con la resolución n°231-A-2010 de las 07:30 horas del 09 de abril del 2010 (donde resuelve declarar con lugar el recurso de apelación presentado por la recurrente y ordena repetir la prueba de segunda convocatoria de aplazados de octavo año de la materia de español del curso lectivo del 2009) dentro del plazo máximo de DIEZ DIAS a partir de la comunicación de esta resolución. 2) Haga elaborar y ejecutar de inmediato un plan remedial que subsane el vacío por la ausencia del joven en las lecciones de noveno año en la materia de español. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
17946-10. MUNICIPAL. NIEGAN COPIA DE DENUNCIA. Manifiesta  el recurrente que la empresa amparada adquirió desde hace 11 años los terrenos en donde actualmente se encuentra una bodega y se lleva a cabo una actividad de almacenamiento y distribución de productos plásticos y de vidrio de uso doméstico de diferentes partes del país. Indica que solicitó a la municipalidad recurrida una patente, sin embargo le fue denegada. Añade que gestionó unas copias de las denuncias efectuadas por los vecinos del lugar en su contra, sin embargo, la información fue denegada. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Alcalde Municipal, y a la Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Oreamuno, que de inmediato interpongan las acciones que se encuentren dentro de sus ámbitos de competencia, para que en el plazo de diez días hábiles contados a partir de la comunicación de esta sentencia, brinde al recurrente la documentación solicitada en la nota recibida por la Contraloría de Servicios de la Municipalidad el 28 de junio de 2010, salvo aquella información donde consten datos de carácter personal de los denunciantes. CL Parcial
17805-10. EXPEDIENTE CLÍNICO. NIEGAN FOTOCOPIAS DE EXPEDIENTE EN UNIVERSIDAD PRIVADA. Indica el recurrente que asiste a consulta odontológica a la Clínica de Especialidades Odontológicas de ULACIT, para atender su salud dental. Señala que escrito solicitó fotocopia de su expediente clínico, pero no obtuvo respuesta a su solicitud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Académica de la Clínica de la Facultad de Odontología de la Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología (ULACIT),  suministrar de inmediato, a costa de la recurrente, o de la persona debidamente autorizada por ésta, la copia del expediente clínico solicitado a su nombre. CL

17641-10.  LABORAL. NIEGAN COPIA DE TÍTULO DE BACHILLERATO DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Reclama el recurrente que solicitó a la recurrida le suministrara información sobre los atestados que se hayan en el expediente personal del subjefe de la Policía Municipal de Heredia,  ya que a dicho funcionario se le ha cuestionado porque supuestamente presentó títulos falsos y carece de la experiencia y capacitación para desempeñarse como tal.  Explica que ante su pedido de que le entregaran copia certificada del título de Bachiller en Educación Media, el Concejo Municipal solicitó al Alcalde Municipal  lo de rigor, pero hizo caso omiso de dicha petición.  Aduce que sus solicitudes se justifican porque existen una serie de eventos que en la actualidad no han sido investigados; acciones todas ejecutadas por la jefatura de la Policía Municipal. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Municipalidad de Heredia, en la persona de su Alcalde Municipal, que brinde inmediatamente al recurrente la copia del título de bachiller del funcionario. CL

17172-10. EXPEDIENTE. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Indica el recurrente que sus padres son adjudicatarios de dos parcelas en el  Asentamiento Campesino del Instituto de Desarrollo Agrario en Cascada de Coopevega de Cutris. Establece que a inicios de este año funcionarios de la municipalidad recurrida ensancharon el camino por medio de la tala y destrucción de la naturaleza, lo que ha alterado el medioambiente, por lo que solicitó acceso al expediente, pero se le indicó que la documentación relativa a ese proyecto es de manejo interno y que no es posible entregarle copia, pero detalló tres documentos sobre los que sí puede entregarle copia, entre ellos una nota en que el Comité de Vecinos informa las razones por las cuales su parcela no fue considerada dentro del proyecto de electrificación. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente en cuanto a la violación al derecho de acceso a información administrativa. En consecuencia se le ordena al representante legal de Cooperativa de Electrificación Rural de San Carlos R.L, proceder de inmediato a dar acceso al recurrente al expediente administrativo de electrificación del Asentamiento Campesino La Cascada-Coopevega, incluyendo todo lo referente al financiamiento del proyecto, particularmente de los fondos públicos recibidos;  con exclusión únicamente de la información confidencial que allí conste sobre los posibles beneficiarios. CL Parcial
DERECHO DE PROPIEDAD

17650-10. BIENES DEMANIALES. DONACIÓN DE TERRENO A LA IGLESIA. Alega la recurrente que es representante de la Asociación de Desarrollo Específico para el Mejoramiento de Zonas Verdes y Reconstrucción de Áreas Recreativas de Urbanización Jesús. Indica que se organizaron para mejorar la zona verde de su urbanización y solicitar apoyo estatal y de empresas privadas para realizar trabajos dirigidos a la recreación, deporte y otros de la comunidad en su zona verde. Agrega que al empezar a informarse y realizar las averiguaciones para solicitar el apoyo y los permisos de la recurrida para realizar las mejoras, se enteraron que según acuerdos municipales, se acordó donar una parte del proyecto a la Arquidiócesis de la Iglesia Católica, para que se instalara un templo para dar clases de catequesis, sacrificando de ese modo la zona verde que, según se estableció desde la construcción de la urbanización, era exclusiva para fines recreativos. Alega que dicha donación no es una necesidad, como sí lo son las zonas de esparcimiento para los habitantes de la urbanización. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

17628-10. DESAHUCIO. DISCUSIÓN PENDIENTE EN VÍA JUDICIAL.  Indica la recurrente que el ministerio recurrido dictó resoluciones por medio de las cuales se declararon con lugar las diligencias de desahucio administrativo de la casa que habita con sus hijos menores. Alega que las resoluciones recurridas se dictaron de manera indebida, por cuanto se estableció que tanto ella como los menores habitaban la casa en cuestión por mera tolerancia. Establece que no habitan dicho inmueble por mera tolerancia, sino que a raíz del convenio de divorcio, su ex esposo se comprometió a cancelarle la suma de quince millones de colones, por su parte de la casa como bien ganancial, lo cual no ha sido cancelado. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número 3657-09-DM de las nueve horas con quince minutos del veintiuno de octubre de dos mil nueve, así como las resoluciones posteriores dictadas dentro del procedimiento de desahucio administrativo planteado contra la recurrente ante el Ministerio de Seguridad Pública. CL

17160-10.  DAÑOS A PROPIEDAD.  SE ORDENA AL  MOPT  DAR SOLUCIÓN A PROBLEMA DE INVASIÓN DE RIÓ BANANO EN LIMÓN A PROPIEDAD PRIVADA. Señala la recurrente  que hace algunos años el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, realizó una serie de trabajos a consecuencia de los cuales cambio el curso del Río Banano. Acusa que debido a lo expuesto, el Río Banano actualmente amenaza con llevarse su casa y las de otros vecinos de la zona. Sostiene que desde hace un año ha tenido reuniones con personeros del gobierno,  sin embargo, el recurrido no le ha brindado solución alguna a la problemática descrita. Indica que cada día que pasa su propiedad se ve más y más disminuida. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, al Presidente Ejecutivo de la Junta de Administración Portuaria y Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica y a la  Presidente Ejecutiva de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias,  que de FORMA INMEDIATA coordinen y lleven a cabo las  acciones necesarias y los estudios técnicos correspondientes para brindar una solución a los problemas que se presentan en las márgenes de la boca del río Banano en Limón. Asimismo, se les concede a las autoridades recurridas un plazo de 18 MESES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, para que realicen las obras, si fuera necesario. CL
17214-10. DAÑOS A PROPIEDAD. DAÑOS POR MOVIMIENTOS DE TIERRA. Refiere la recurrente que es propietaria de una finca ubicada en el Cantón de El Guarco de Cartago, la cual se encuentra destinada al cultivo agrícola y sometida al régimen forestal con el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal, en protección de los bosques primarios. Sostiene que el cinco de octubre del año en curso, el Alcalde Municipal recurrido, sin previa comunicación, se presentó a ese lugar con maquinaria pesada -tractores- y bajo sus órdenes se efectuaron movimientos de tierra, irrumpiendo en su propiedad, derribando árboles y linderos. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Alcalde Municipal; y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de El Guarco de Cartago,  abstenerse de realizar movimientos de tierra o cualquier otra actuación tendente a limitar de manera arbitraria el derecho de propiedad de la recurrente, hasta tanto no se realicen los estudios técnicos y procedimientos correspondientes que permitan avalar unos trabajos de este tipo, de acuerdo a lo establecido en la normativa vigente. CL
17197-10. TÍTULO DE PROPIEDAD. SE ORDENA AL IDA HACER CANCELACIÓN DE DEUDA  Y ENTREGA DE  ESCRITURA Manifiesta el recurrente que las autoridades recurridas  le otorgaron el certificado por la cancelación de la deuda con el instituto recurrido sobre su parcela, sin embargo se presentó a las oficinas del IDA en Río Frío en donde le comunicaron que la deuda aún estaba vigente y sin amortizaciones. Alega que dicha situación constituye un acto de discriminación ya que a otros compañeros sí se les aplicó la cancelación de la deuda.  Se declara con lugar el recurso únicamente en contra del Instituto de Desarrollo Agrario y, en consecuencia, se ordena al presidente ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario, que proceda a efectuar de inmediato las acciones necesarias a efecto de que tenga por cancelada la deuda del amparado con ese ente y emita la escritura correspondiente para cancelar la hipoteca que pesa sobre la parcela No. 15-A del Asentamiento Campesino Río San José. CL

16505-10. VIVIENDA. REQUISITOS PARA OTORGAR LOTE PARA VIVIENDA POR PARTE DEL IDA. . Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 47 inciso d) y h) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitudes de Tierras. Aprobado en sesión 051-03 del 10-11-2003, modificado en artículo 38 de sesión número 53-03 del 24-11-2003. Los accionantes consideran que las normas impugnadas infringen el artículo 51 de la Constitución Política que dispone el deber del Estado de dar una protección especial a los ancianos, así como el principio de igualdad contemplado en el 33 constitucional. Aducen que la frase que se cuestiona establece que si algún miembro del grupo familiar posee un inmueble apto para vivienda, se le impide a los ancianos ser beneficiarios del IDA, sin importar si ese miembro es un adulto y está por casarse, y no importa si no quiere a los ancianos viviendo con él o ella en su tierra. Reclaman que la norma cuestionada no toma en consideración las particularidades de los adultos mayores y los deja en una evidente desventaja en relación con el resto de las personas. Se irrespeta en esto el principio de igualdad. Aducen que es lo mismo la venta de un inmueble que hace una persona en sus años productivos, que la venta que hace un adulto mayor cuando ya no puede trabajar. Consideran que la frase “por razones injustificadas” debe  interpretarse en el sentido que no es injustificada la venta que hace un anciano precisamente porque su ancianidad le impide trabajarlo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al inciso h) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de Solicitantes de Tierras del Instituto de Desarrollo Agrario,  aprobado en la sesión 051-03 del 10 de noviembre del 2003. Se ordena dar curso con respecto al inciso d) del mismo reglamentod (que señala: “comprobación de que la persona solicitante o miembros del núcleo familiar poseen propiedades aptas que le permiten establecer su propia vivienda). RF

16381-10. DESALOJO. EN BIENES DE DOMINIO PÚBLICO. Manifiesta el recurrente que han interpuesto denuncias ante las autoridades recurridas tendentes a eliminar la usurpación de bienes de dominio público en el Barrio Cinco Estrellas  tanto de calles públicas, como de una cancha de fútbol; pero los reclamos planteados no se han resuelto. Aduce que debido a esta situación existen graves problemas de inundación originados por la falta de limpieza de la basura que se genera en el sitio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al  Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Puntarenas, que dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a gestionar y efectuar el desalojo de las personas que se ubican en la vía pública en la Urbanización Cinco Estrellas y la cancha de fútbol La China. CL

DERECHO DE TRABAJO
17958-10. PRESTACIONES. FALTA DE PAGO. Argumenta la recurrente que laboró como maestra para el ministerio recurrido.  Señala que se pensionó por el Régimen del Magisterio Nacional, y al  presentarse a reclamar sus prestaciones y otros rubros que se le adeudan se le entregó una hoja con un número y se le dijo que volviera aproximadamente en un año, por cuanto el pago tardaba entre ocho y doce meses.  Reclama que apersonó a las respectivas oficinas del Ministerio recurrido donde le solicitaron la hoja mencionada, la cual extravió, pero  le informaron que había perdido el derecho a cobrar sus prestaciones porque, además, ya había pasado un año. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Ministro, al Director de Recursos Humanos, y al Jefe del Departamento de Control de Pagos, todos del Ministerio de Educación Pública, que INMEDIATAMENTE giren las instrucciones pertinentes para que se proceda al pago efectivo de las prestaciones legales de la recurrente si otra causa ajena a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL
17987-10. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO Manifiesta el recurrente que ingresó a laborar como operador de equipo móvil en el Departamento de Servicios Generales del Ministerio recurrido y termino su relación laboral en diciembre del dos mil nueve; no obstante hasta ahora no le han sido canceladas sus prestaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se cancele al amparado los extremos laborales que se le adeudan. CL

17913-10. DESPIDO. POR INCAPACIDAD EN ASAMBLEA LEGISLATIVA. Refiere el recurrente que labora para la institución recurrida y fue emitida una incapacidad por enfermedad a su favor; no obstante, le fue comunicado su despido por cumplir con noventa días de estar incapacitado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el acuerdo adoptado por el Directorio Legislativo en el artículo 5 de la Sesión Ordinaria No. 73-2007, celebrada el 12 de setiembre de 2007.  Estése el recurrente a lo dispuesto por este Tribunal Constitucional en la sentencia No. 10741-2010 de las 10:25 hrs. de 18 de junio de 2010. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

17962-10. DESPIDO. SE ACUSA QUE EN PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO NO SE SIGUIÓ EL DEBIDO PROCESO. Reclama la recurrente que el Instituto para el cual labora ordenó la apertura de un procedimiento administrativo disciplinario. Acusa que contra  la resolución interpuso un recurso solicitando la nulidad de lo actuado, por cuanto no se le hizo un adecuado traslado de cargos que le permitiera ejercer de forma adecuada su defensa, sin embargo, el recurso le fue rechazado por no reunir formalidades procesales. Señala que nuevamente  presentó un escrito señalando la falta de imputación formal de hechos como violación al debido proceso constitucional, lo que alegó nuevamente en la comparecencia;  no obstante por medio de resolución final se resolvió el despido sin responsabilidad patronal. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución OD-01-2010 de 14:00 hrs. de 24 de junio de 2010, dictada en el procedimiento disciplinario seguido en contra de la amparada y otra, así como todos los actos posteriores dictados en el procedimiento, incluidas la medida cautelar de suspensión con goce de salario y la tramitación de la gestión de despido ante el Tribunal de Servicio Civil. Al efecto, se ordena a la Directora General del INCIENSA, que en forma inmediata, disponga lo necesario a efecto de que la amparada sea restituida en el pleno goce de sus derechos fundamentales, sin menoscabo alguno de sus condiciones laborales y, de que, además, no deberá incurrir en las mismas conductas que han dado lugar a la estimatoria del recurso. CL 

17928-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que es asesor legislativo y que fue despedido sin debido proceso. Asegura que fue cesado de su cargo, únicamente con el testimonio de la persona que lo denunció. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  El Magistrado Castillo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
17954-10. IUS VARIANDI. REUBICACIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que el Ministerio recurrido dispuso su reubicación de la Escuela de Capacitación Penitenciaria al Centro de Atención Institucional La Reforma, y como único fundamento se indicó que se debe a requerimientos del proceso de atención técnica del Centro de Atención Institucional. Explica que dicho traslado lesiona su derecho al debido proceso, al trasladarlo sin existir una razón objetiva de por medio y sin que se le haya informado de previo, ni se le haya otorgado la posibilidad de oponerse, toda vez que el oficio indicado ni siquiera señala en cuál departamento y en qué cargo estaría asignado. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el oficio POE-769 del 22 de septiembre de dos mil diez y se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
17964-10 SANCIÓN. AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO. Refiere la recurrente que se desempeña como profesora en el Colegio recurrido, no obstante  recibió una amonestación escrita, sin que para ello se siguiera el debido proceso, pues no se le dio traslado de cargos ni su derecho a ejercer la defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la amonestación escrita que se le impuso a la recurrente el 16 de setiembre de 2010. CL
17981-10. SANCIÓN. AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que se le entregó una amonestación por escrito la cual fue agregada a su expediente, bajo el argumento de que había desobedecido una convocatoria formal para presentarse a un acto cívico. Asegura que de manera previa justificó su ausencia, pues debía acompañar a su hijo a un desfile en otro centro de estudios. Acusa que la amonestación por escrito no cumplió con el requisito de la audiencia previa, con el fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa. Alega que el recurrido no le permitió exponer sus argumentos y se limitó a imponerle de manera unilateral la amonestación en disputa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la amonestación escrita que se le impuso al recurrente mediante oficio de 20 de septiembre de 2010, por lo que se le ordena a Álvaro Segura Ramírez, en su condición de Director del Liceo de Pavas, suprimirla del expediente del amparado. CL
17967-10. SANCIÓN. AMONESTACIÓN ESCRITA SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta  el recurrente que se le aplicó una suspensión de tres días sin goce de salario, no obstante la misma obedeció en razón de haber omitido la marca de salida y entrada, sin haber presentado justificación alguna sobre ello. Agrega que previo a la comunicación de su suspensión sin goce de salario, no se le comunicó acerca de la existencia de procedimiento disciplinario alguno en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción de personal número 350437 del trece de setiembre de dos mil diez,  de la Dirección Gestión de Capital Humano del  Instituto de Acueductos y Alcantarillados y, en consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

17965-10. CONDICIONES LABORALES. HACINAMIENTO DE PLANTA FÍSICA DE LA ADUANA DE PASO CANOAS. Alegan los recurrentes que las instalaciones de la Aduana de Paso Canoas presentan problemas de deterioro en su infraestructura de atención a los agentes del comercio internacional. Señalan que la función pública aduanera ha atendido el servicio con las mismas instalaciones desde hace treinta años, y no se ha invertido en un plan integral de mejoramiento. Indican que los funcionarios del Área Técnica y Profesional laboran en condiciones inaceptables, tales como el excesivo calor y humedad, encontrándose los sistemas de aire acondicionado algunos en mal estado y otros trabajando a media capacidad por la falta de mantenimiento y el mobiliario no es el adecuado, entre otras deficiencias. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General de Aduanas, la Gestora Administrativa y Financiera de esa Dirección, así como al Director Administrativo y Financiero del Ministerio de Hacienda, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de mejorar las instalaciones de la Aduana de Paso Canoas, dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia. CL
17919-10. NOMBRAMIENTOS. TRASLADO DE DOCENTES A CENTROS EDUCATIVOS EN TERRITORIO INDÍGENA.  Alega el recurrente que el Ministerio accionado ha asignado dentro del territorio indígena ha varios docentes no indígenas en propiedad. Refiere que dichos docentes no son indígenas bribrís, y su nombramiento no fue consultado a su pueblo. Indica que se enteraron de tal situación al proponer a varias indígenas bribrís para impartieran lecciones en esas escuelas; sin embargo, se les negó el nombramiento, a pesar de que cuentan con idoneidad y adiestramiento para trabajar en comunidades indígenas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, disponer para el próximo curso lectivo, el traslado de los docentes amparados a otros centros educativos distintos a donde, actualmente, están ejerciendo su cargo, siempre y cuando esos movimientos no sean abusivos y se respeten sus derechos adquiridos. CL 

17961-10. NOMBRAMIENTO. SE ORDENA SACAR A CONCURSO PLAZAS DE NOTIFICADORES. Aducen los recurrentes que ocupan interinamente puestos de Notificador 1 en plazas vacantes, en la Oficina Centralizada de Notificaciones del Primer Circuito Judicial de San José. Expresan que los nombramientos en las plazas de notificadores están suspendidos por disposición del Consejo Superior del Poder Judicial, debido a las nuevas formas de notificación aprobadas por la Ley de Notificaciones.  Reprochan que no tienen conocimiento de cuándo van a sacar a concurso esas plazas, lo cual causa un estrés adicional a la condición de interinos, también inestabilidad económica, laboral y personal. Indican que se ha demostrado que esas plazas son necesarias para el buen funcionamiento de la oficina y ha faltado en el Departamento de Personal la voluntad para cambiar su condición de interinos a propietarios.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial,  ejercer las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que en el improrrogable plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se finalice el estudio por parte de ese Consejo del informe número 031-CE-2010 rendido por el Departamento de Planificación. Deberá, además, en el plazo de TRES MESES, contado a partir del vencimiento del plazo anterior, sacar a concurso las plazas de Notificar 1 del Primer Circuito Judicial de San José. CL

18102-10. NOMBRAMIENTO. SUSPENDEN PROPUESTA DE NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Acusa la recurrente que el Consejo de Jueces del Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Alajuela, hizo la propuesta de su nombramiento en propiedad, lo que a juicio de la accionante, constituye un acto declarativo de derechos a su favor; no obstante, el Consejo Superior suspendió el nombramiento mientras se determina donde será ubicada la plaza. Señala la Sala que no lleva razón la recurrente, pues no se trata de un acto de nombramiento, sino de una propuesta de nombramiento que, como tal, no declara ningún derecho subjetivo a su favor, sino que constituye una mera expectativa de derecho, por lo que la suspensión de dicha propuesta, no violenta sus derechos fundamentales. Alega también que su nombramiento no fue aprobado, a pesar de su estado de embarazo y, en cuanto a ese hecho, estima la Sala que tampoco constituye violación alguna a los derechos fundamentales de la amparada, ya que no ha sido su estado de embarazo el motivo de que no se le nombrara en propiedad, sino la necesidad administrativa de determinar, de previo, el destino que se dará a dicha plaza. Por estas razones, se rechaza por el fondo el recurso. RF
17796-10. CESANTÍA. SE ALEGA RETARDO EN EL PAGO.  Manifiesta larecurrente que fue declarada inválida desde el mes de enero del presente año, sin embargo las autoridades recurridas no le han girado su pensión, no obstante le indican que debe esperar a la siguiente quincena. Refiere que es una persona de escasos recursos que necesita ese dinero para poder subsistir.Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, emitir las órdenes correspondientes a fin de que se le cancele a la recurrente su liquidación por cesantía laboral reconocida en la acción de personal número 0242900 E, ello dentro del plazo de UN MES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

17900-10. COMPETENCIA. JUZGADOS DE TRABAJO NO CONOCERÁN CUESTIONES DE CARÁCTER CONTENCIOSO QUE SURJAN CON MOTIVO DE LA APLICACIÓN DE LA LEY DE SEGURO SOCIAL. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y la jurisprudencia en razón de la competencia por la materia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. La norma impugnada remite a la jurisdicción laboral “…las cuestiones de carácter contencioso que surjan con motivo de la aplicación de la Ley de Seguro Social, una vez que la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social haga el pronunciamiento que corresponda…”. Del texto de la norma se desprende que la remisión es absoluta, sin excepción, y sin tomar en consideración, ni el contenido material o sustancial de la pretensión ni el régimen jurídico aplicable a que alude la sentencia parcialmente transcrita. Por otra parte, la redacción de la norma tampoco permite una interpretación conforme al Derecho de la Constitución. De ahí que se puede concluir que esa disposición presenta los mismos vicios de inconstitucionalidad que el artículo 3 inciso a) del Código Procesal Contencioso-Administrativo, motivo por el cual, debe ser anulada. Por otra parte, los accionantes impugnan por inconstitucional la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación, cuando al resolver como Tribunal de Conflictos de competencia entre la jurisdicción laboral y la contencioso-administrativa con ocasión de los asuntos que surgen por aplicación de la Ley  de la C.C.S.S. remite los asuntos a la primera sin entrar a considerar la naturaleza de la pretensión ni el régimen jurídico aplicable, según dispone el artículo 402 inciso d) impugnado. En relación con lo anterior, es claro que la línea jurisprudencial que ha mantenido la Sala Primera de Casación al resolver como Tribunal de Conflictos de Competencia es inconstitucional, pues con fundamento en el artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo, ha remitido a la vía laboral cualquier asunto que surja en aplicación de la Ley  de la C.C.S.S., sin excepción alguna. Es importante recordar que, independientemente del contexto, hay pretensiones que por su carácter material o sustancial y el régimen jurídico aplicable, deben ser conocidas y resueltas por imperativo constitucional (artículo 49 de la Constitución), por la jurisdicción contencioso-administrativa. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación de esa norma, remite a la jurisdicción laboral cualquier cuestión de carácter contencioso que surja con motivo de la aplicación de la Ley de Seguro Social. Se dimensionan los efectos de la sentencia de la siguiente manera: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral  en aplicación del artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo, el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Todos los asuntos planteados  en aplicación del artículo 402 inciso d) del Código de Trabajo a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL
17629-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que labora para el Colegio Nocturno de Río Frío y recibió de parte de la directora recurrida una carta, la cual contenía una amonestación de carácter verbal en su contra. Acusa que no se le brindó un debido proceso, ya que no tuvo oportunidad de defenderse. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora del Colegio Nocturno de Río Frío,  anular la amonestación verbal por escrito impuesta a la recurrente mediante el oficio no. CNRF-474-2010 del 22 de setiembre de 2010, así como suprimir cualquier referencia escrita en el expediente de la recurrente a la amonestación verbal impuesta. CL

17633-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. Manifiesta el recurrente que la autoridad recurrida  pese a que han vencido todos los plazos legales para concluir la investigación administrativa y el procedimiento disciplinario, ordenó por tercera vez la suspensión de su cargo, con goce de salario. Acusa que ante su reclamo, se le respondió que las actuaciones se encuentran ajustadas a derecho, sin especificar las normas en que se basan. Refiere que desde la apertura de la investigación preliminar han pasado más de ocho meses, sin que se le haya notificado en forma legal la apertura del procedimiento ordinario disciplinario y, aún así, se le prorroga la suspensión sin que a la fecha se haya resuelto el procedimiento preliminar.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Administrativo Financiero del Hospital de la Mujeres, que de inmediato notifique al amparado el auto de apertura del procedimiento administrativo disciplinario que fue ordenado en su contra. Asimismo, que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, emita resolución final en el procedimiento administrativo incoado contra el recurrente. CL

17639-10. PRESTACIONES. RETARDO EN EL PAGO. Alega el recurrente que presentó todos los requisitos para acogerse al beneficio de la pensión por vejez, no obstante, a la fecha no le han cancelado el dinero correspondiente a la cesantía. Menciona que al preguntar por su pago, se le dice que no hay una fecha cercana establecida. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Jefe del Área de Tesorería de la Caja Costarricense de Seguro Social que INMEDIATAMENTE gire las instrucciones pertinentes para que se proceda al pago efectivo de las prestaciones legales del recurrente, si otra causa ajena a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL

17646-10. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Indica la recurrente que labora de forma interina en el Área de Salud de Heredia Cubujiquí de la Caja Costarricense de Seguro Social. Acusa que luego de haberse acogido a la licencia por maternidad al tratar de regresar a sus labores, le indicaron que ya no tenía nombramiento y que en su lugar habían nombrado a otro trabajador en las mismas condiciones interinas. Se declara parcialmente con lugar recurso, respecto a la sustitución de la recurrente por otra funcionaria interina en la plaza código presupuestario número 06233. Se ordena a la Directora General del Area de Salud Heredia Cubujuquí de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte todas las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias para que se reinstale, de forma inmediata, a la amparada en la mencionada plaza. CL

17178-10. INCAPACIDAD. NIEGAN PAGO DE SUBSIDIO Refiere la recurrente que se  encuentra incapacitada desde el año dos mil ocho y que ninguna de las autoridades recurridas le ha cancelado sus incapacidades, así como tampoco la empresa para la cual labora. Indica que además solicitó la pensión pero le fue denegada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Gerente Administrativo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato interponga las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias para que le sea pagado a  la amparada el subsidio o ayuda que le corresponda según el número total de días por los que ha sido incapacitada por su médico tratante. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17229-10. SALARIO. ODENAN HACER EL PAGO DE AUMENTO SALARIAL A POLICÍA DE CONTROL FISCAL. Mencionan los  recurrentes que por medio de Decreto Ejecutivo el Consejo Nacional de Salarios aprobó la Escala de Salarios Mínimos que han de regir para todo el país a partir del 1° de julio del año 2010,  por considerar que se les pagaba un salario base inferior al salario mínimo legalmente establecido, presentaron una solicitud al Consejo de Personal de la Policía de Control Fiscal, con copia al Señor Ministro de Hacienda y a la Ministra de Trabajo, para que se solucionara esta situación, pero todavía no se ha solucionado la problemática y siguen en condiciones de desigualdad con el Decreto indicado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo de Personal de la Policía de Control Fiscal,  cancelar a los amparados y al resto de empleados de la Policía de Control Fiscal lo que corresponde por concepto del aumento de salario  debido, dentro de UN MES siguiente a la notificación de esta sentencia. CL

17235-10. SANCIÓN. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Menciona el recurrente que la autoridad recurrida inició un procedimiento administrativo, en el cual no se respetaron sus derechos fundamentales del debido proceso y la defensa, debido a que se le aplicó una suspensión sin goce de salario por ocho días. Aduce que la decisión de suspenderlo sin goce de salario fue tomada por un órgano que no está facultado para sancionar, por lo cual  no existe forma de recurrir el acto, en consecuencia la sanción quedó firme sin posibilidad de recurrirla.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el artículo 5 de la Sesión número 8442, celebrada el veintinueve de abril de dos mil diez por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el cual se acordó aplicarle una sanción disciplinaria de suspensión del cargo, sin goce de salario por un período de ocho días. Igualmente, se anulan todos los actos procesales que, llevados a cabo posteriormente, dependan de ese acuerdo. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos. CL
17228-10. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO.  Alega el recurrente que la autoridad recurrida nombró en la plaza que ocupaba el amparado interinamente a otra persona en sus mismas condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Presidente Ejecutivo y  a la Jefa del Departamento de Recursos Humanos, ambos de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA), restituir en forma inmediata al recurrente en el pleno goce de sus derechos constitucionales, sea,  prorrogársele su nombramiento interino en la plaza vacante con código 2314-032 de JAPDEVA, mientras no se haga nombramiento en propiedad mediante el debido concurso, no se produzca una cesación por razones disciplinarias y con respeto al debido proceso u otra causa legalmente establecida. CL
17161-10. DESPIDO. POR RETRASO EN EL ENVÍO DE INCAPACIDADES. SE  ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Indica el  recurrente  que la amparada es funcionaria del Banco Nacional y fue despedida a pesar de su estado de gravidez. Reclama que se le despidió por abandono de trabajo, cuando todo obedeció a que se encontraba incapacitada y por problemas de la Caja del Seguro Social,  no remitieron a tiempo las incapacidades. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Banco Nacional de Costa Rica y a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
17305-10. DESPIDO. SE CUESTIONA DESPIDO DE AUDITOR DE INSTITUCIÓN PÚBLICA POR ORDEN DE CONTRALORÍA. Alega el recurrente que se desempeña como auditor en una institución y que se le comunicó, que como consecuencia del procedimiento administrativo que la Contraloría General de la República había seguido en su contra, a solicitud de ésta, se ordenaba su despido sin responsabilidad patronal. Alega el recurrente que pese a la gravedad de la decisión tomada, a la fecha no se le ha notificado la resolución que así lo dispone. Aunado a lo anterior, cuestiona la potestad de la Contraloría General de la República de pronunciarse sobre temas ajenos al control de la hacienda pública, tratándose de un tema propio de la administración activa. Además, considera que la División Jurídica recurrida es incompetente en tanto la potestad para dictar actos con efectos externos sobre los derechos fundamentales de las personas, recae en la Contralora o Subcontralora General de la República. El Reglamento Autónomo de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República está jurídicamente imposibilitado de regular derechos fundamentales, los cuales le están siendo afectados con el procedimiento y la decisión tomada, razón por la que solicita plazo para atacar por inconstitucional dicha normativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL  
17257-10. IUS VARIANDI. TRASLADOS EN EL MINISTERIO PÚBLICO. Acusa el accionante que el anterior Fiscal General de la República dispuso la rotación de jefaturas. Manifiesta que la reorganización y traslado de fiscales dispuesta en el acto administrativo citado, fue por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión No. 54-10 celebrada el 27 de mayo de 2010, artículo IX, como medida cautelar, suspender la ejecución de los traslados de los fiscales antes citados hasta tanto la Fiscalía no resuelva lo pertinente. No obstante, en sesión y acuerdo firme tomado por la Corte Plena, en sesión 21-10 celebrada 09 de agosto de 2010, se acordó: "… disponer que el Consejo Superior no tenía competencia para ordenar la suspensión de la ejecución de los traslados de los fiscales…".  Afirma que ahora se variará su estabilidad laboral, pues se le pretende pasar de forma interina a una plaza no vacante como la que tenía. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
17292-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. CONFORMACIÓN DEL ÓRGANO DIRECTOR. Alega el accionante que el Centro de Investigación en Estudios de la Mujer de la Universidad de Costa Rica es miembro tanto de la Comisión de Hostigamiento Sexual, como representante de la denunciante, es decir, es juez y parte en la investigación que se le sigue, lo que considera lesiona el derecho de defensa, debido proceso y el principio de imparcialidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16612-10.SANCIÓN. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que labora para la  municipalidad  recurrida. Señala que en conjunto con varios trabajadores de la dependencia accionada le solicitó al Departamento de Relaciones Laborales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que les concediera una audiencia con la  Alcaldesa, con el fin de discutir el efectivo respeto a la libertad sindical. No obstante, la recurrida en dos ocasiones no se hizo presente a las convocatorias efectuadas por el Ministerio aludido. Acusa que pese a que siempre actúo conforme a derecho, la Alcaldesa accionada le impuso una amonestación por escrito, sin seguirse un debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula la amonestación escrita que se le impuso a la recurrente mediante oficio fechado 21 de mayo de 2009. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
16617-10. EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. NIEGAN ACCESO A EVALUACIÓN DURANTE EL PERIODO DE PRUEBA.   Indica el recurrente que  se le denegó el acceso y copia del expediente correspondiente a su evaluación de prueba, indicando que no era competencia de dicha plataforma, y que se le remitía a la Sección de Expedientes para que se brindara cita. Argumenta que el trámite que ha sufrido por parte del Departamento de Recursos Humanos violenta sus derechos a la defensa y a la doble instancia, en vista que no cuenta con acceso y copia de su expediente de evaluación del período de prueba. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública,  que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de facilitar inmediatamente a la amparada el expediente administrativo donde fue realizada la evaluación de su período de prueba en la dependencia recurrida. CL

DERECHO PENAL
17921-10. PRISIÓN PREVENTIVA. NO SE PONE EN LIBERTAD POR ATRASO EN TRAMITES ADMINISTRATIVOS. Reclama el recurrente que su representado permaneció ilegítimamente privado de su libertad, porque el Tribunal de Casación resolvió denegar la solicitud de prórroga de prisión preventiva y ordenar la libertad. Argumenta que fue puesto en libertad por el Director del Centro de Atención Institucional de San Rafael hasta el seis de setiembre del presente año, a pesar de que desde el veintiocho de agosto había vencido la prisión preventiva. Se declara CON lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Se ordena testimoniar piezas para que la Inspección Judicial investigue la posible comisión de una  falta  en la tramitación de esta causa. CL

17918-10. PRISIÓN PREVENTIVA. NO SE EJECUTA ORDEN DE LIBERTAD. Manifiesta el recurrente  que dentro de la causa penal que se sigue en su contra, se  celebró la  respectiva audiencia oral para resolver la solicitud de prisión preventiva y medidas cautelares alternas.  Indica que en dicho acto el Juzgado Penal, ordenó la devolución de los pasaportes y la inmediata libertad; no obstante la Fiscalía Penal, presentó recurso de revocatoria y apelación en subsidio, por lo que se rechazó la revocatoria y se elevó la apelación para ante el superior.  Acusa que al solicitar a la fiscalía recurrida la devolución de los pasaportes, le fue denegado por cuanto la referida resolución no se encuentra en firme e, incluso, la apelación presentada versa sobre el propio pasaporte. Se declara con lugar el recurso y, por ende, se anula la resolución de las 15:45 horas del 1º de octubre de 2010 emitida por la Fiscalía de Pavas. No obstante, se aclara que en virtud del voto del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José número 372-2010 de las 15:44 horas del 13 de octubre de 2010, la retención del pasaporte del amparado es válida hasta tanto el Juzgado Penal de Pavas no se pronuncie al respecto de manera fundamentada, lo que deberá proceder a resolver de inmediato. CL
17930-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. NOTIFICACIÓN DE AUDIENCIA. Señala el recurrente que la petición de prórroga de la prisión preventiva fue solicitada por el Ministerio Público en forma extemporánea. Acusa que se le notificó con demasiada premura la resolución que ordenó la realización de una audiencia oral, motivo por el cual no pudo asistir y se produjo la indefensión del amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18277-10. DEFENSOR. NIEGAN ACCESO A EVIDENCIA DECOMISADA EN ALLANAMIENTO.   Indica el recurrente que solicitó ante la Fiscalía recurrida poner de inmediato a disposición de la Defensa toda la evidencia decomisada en los allanamientos, la remitida a estudios financieros, los expedientes hospitalarios decomisados y la prueba existente en el Departamento de Psicología Forense, para analizarla y ejercer la defensa. No obstante, su gestión que fue rechazada., pese a que la misma debió acogerse para hacer de su conocimiento todas las evidencias, fotocopiarlas y estudiarlas,  pues de lo contrario se le impide ejercer su derecho de defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18284-10. MEDIDAS CAUTELARES. NIEGAN CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR Y AUDIENCIA  Reclama la recurrente  que dentro de la causa penal que se sigue a su representado se fijó prisión preventiva. Indica  que solicitó cambio de medidas cautelares y audiencia para exponer los alegatos correspondientes, pero ambas pretensiones fueron denegadas, basándose únicamente en el peligro de la víctima. Estima que dicha actuación resulta lesiva de sus derechos fundamentales, pues lo deja en estado de indefensión y lo mantiene privado de libertad a través de un acto ilegítimo, arbitrario e infundado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

18274-10. SENTENCIA. OMISIÓN DE EXPEDIR AUTO DE LIQUIDACIÓN DE PENA. El recurrente acude a esta Sala en tutela de su derecho fundamental a la libertad de tránsito, toda vez que a pesar de que mediante resolución de las nueve horas cincuenta minutos del cinco de agosto de dos mil diez, el Tribunal Penal de Heredia determinó que su condena terminaba el dieciséis de octubre de dos mil diez, no se le ha dejado en libertad.  Sobre el cómputo de pena, se indica que  no le compete a esta Sala realizar el cálculo y determinar cuando se cumple ésta. Lo anterior es competencia exclusiva del Juez de Ejecución de la Pena. No obstante, esta Sala no puede ignorar que el Tribunal de Juicio de Heredia indicó que la pena vencía el pasado dieciséis de octubre de dos mil diez, razón por la cual, el Juez de Ejecución de la Pena deberá de forma inmediata realizar el cómputo respectivo a efecto de determinar cuando concluye la condena del accionante. Así las cosas, lo procedente es declarar con lugar el recurso, y ordenarle al Juez de Ejecución de la Pena de Alajuela realizar el cómputo de la pena del recurrente de forma inmediata. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Juez Coordinador de Ejecución de la Pena de Alajuela, que realice de forma inmediata el cómputo de la pena del amparado. CL
18279-10 PROCESO PENAL. APELACIÓN DE SOBRESEIMIENTO SIN EMPLAZAMIENTO. Alega el recurrente que en proceso penal que se sigue a su representado se ordenó el sobreseimiento definitivo. Señala que ante esta situación el querellante indicó en la audiencia preliminar su intención de reservarse el plazo para presentar un recurso de apelación, sin que en ese momento lo presentara en forma oral. Posteriormente, la resolución del sobreseimiento definitivo se revocó y  se ordenó la devolución del expediente al Juzgado Penal, sin que se haya emplazado a la defensa, por lo que se presentó protesta de actividad procesal defectuosa, por violación al debido proceso, sin embargo, la Jueza concluyó que no existía ninguna norma penal que le permitiera entrar en conocimiento del tema planteado por la defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

17723-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Manifiesta el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue en su  contra se le impuso una medida cautelar de prisión preventiva bajo el único argumento de que poseía antecedentes penales; sin embargo, las penas impuestas las cumplió tiempo atrás. Considera que el juzgado no valoró debidamente su caso, pues no cumplió con la totalidad de las exigencias que se deben analizar. Señala que actualmente se encuentra delicado de salud debido a que padece de leptospirosis y hepatitis. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
17907-10. TESTIGOS. PROTECCION DE TESTIGOS EN VÍA PENAL JUVENIL Y DE ADULTOS. La Jueza Penal Juvenil consultante, refiere que las normas podrían lesionar el derecho de defensa del imputado por mantenerse en reserva la identidad y características físicas individualizantes de los testigos, y además estima que podrían vulnerar el derecho a la vida de la víctima o testigo. Así entendido el problema, se estaría entonces ante la confluencia de derechos fundamentales claramente identificables: por un lado, el derecho a la integridad personal y eventualmente, la vida de los testigos, víctimas y demás intervinientes dentro del proceso penal, y por otro, el derecho de defensa del imputado, específicamente el de conocer e interrogar a los testigos que declaren en su contra, aspectos que se encuentran indisolublemente ligados a la libertad personal y al carácter excepcional de su restricción. En este caso, luego de analizar, entre otros temas, el reconocimiento de los derechos de las víctimas en el proceso penal; la protección de víctimas y testigos los principios esenciales y clases de protección en la legislación; los instrumentos de derecho internacional relativos a la protección de víctimas y testigos dentro del proceso penal; el contenido del principio de inviolabilidad de la defensa; el derecho de conocer y examinar a los testigos como parte del principio de defensa. Se estimó que el artículo 204 bis, al establecer la protección procesal y extraprocesal de éstos, no es inconstitucional, dado que el Estado se encuentra en la obligación de garantizar a toda persona el derecho a la integridad personal, a la vida y a la seguridad; sobre todo, en el caso del testigo, en la medida en que exista un peligro objetivo y fundado sobre su vida o integridad, derivado de la participación en el proceso. En cuanto al artículo 304, la Sala consideró que no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que a partir de la fase del debate únicamente procede la protección extraprocesal de la víctima o testigo, a fin de no lesionar el derecho de defensa y que dicha protección debe mantenerse, aún después de la firmeza del fallo, mientras resulte necesaria para la seguridad del testigo, perito, deponente o sus familiares. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 204 bis del Código Procesal Penal no es inconstitucional. Asimismo, se estima que el artículo 304 del Código Procesal Penal no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que a partir de la fase del debate únicamente procede la protección extraprocesal de la víctima o testigo, a fin de no lesionar el derecho de defensa y que dicha protección debe mantenerse, aún después de la firmeza del fallo, mientras resulte necesaria para la seguridad del testigo, perito, deponente o sus familiares. Evacuada.
17577-10. MENOR DE EDAD. MEDIDAS DE SEGURIDAD EN DEBATE.  Alega el recurrente que al menor amparado en los días en que se desarrolló el debate oral, se adoptaron medidas de seguridad sumamente extremas sin justificación alguna, que coartaron y transgredieron de manera grosera e ilegítima la libertad física, y con ello consecuentemente se vulneró el derecho de defensa y la libre declaración del menor. Aduce que de esa forma, indigna,  degradante el menor se encontraba custodiado en la sala de juicio, todos los días, por cuatro oficiales de cárceles y dos oficiales del "SPII", todos portando armas de reglamento y de grueso calibre, chalecos antibalas y radios de comunicación. Indica que se desplegó un gran operativo de seguridad, por lo que la sujeción corporal del amparado era innecesaria. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

17560-10. DETENCIÓN. FISCAL ORDENA DETENCIÓN POR BRINDAR INFOR MACIÓN FALSA DE DOMICILIO. Alega el recurrente que se presentó junto con el amparado ante la Unidad Especializada de Fraudes del Ministerio Público, a efecto de que fuera indagado. Menciona que en ese acto se señaló su domicilio actual, no obstante el fiscal en forma arbitraria y sin fundamento alguno, ordenó la detención del amparado, para lo cual utilizó más de seis agentes judiciales para esposarlo y trasladarlo a las celdas. Indica que se le informó que la detención se debía por haber mentido en la indagatoria, al suministrar un domicilio falso. Señala que en el acto se opuso e indicó que el domicilio señalado es el actual. Considera que las actuaciones del fiscal son arbitrarias, ilegales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

17496-10.  PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Manifiesta el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue en su contra y que es de tramitación compleja han transcurrido treinta y seis meses y veintiséis días desde que se encuentra privado de libertad y, aún no existe una sentencia condenatoria. Considera que dicha norma se aplica sólo a privados de libertad indiciados, debido a que la Sala Tercera anuló la sentencia condenatoria originalmente dictada en su contra, y ordenó el juicio de reenvío, cambiando su condición de condenado a indiciado, hasta tanto la nueva sentencia no adquiera firmeza. Además, no existe solicitud de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva dictada en su contra, por lo que considera que su privación de libertad.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

17494-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Manifiesta el  recurrente  que los amparados se encuentran descontando prórroga extraordinaria de la prisión preventiva. Indica que el Tribunal de Casación Penal amplió la prisión preventiva contra los amparados para que en el lapso correspondiente se dicte la resolución de la audiencia preliminar y de ser pertinente proceder al señalamiento a juicio. No obstante, hasta el momento no existe en el expediente la resolución que corresponda a los planteamientos de la audiencia preliminar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

17561-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Alega el recurrente que fue detenido por la Fuerza Pública, aparentemente por el delito de homicidio y dos días después se ordenó su prisión preventiva. A criterio del defensor, la misma no se encuentra debidamente fundamentada, por cuanto el juez adujo que no encontró prueba que descartara que no cometió el delito, lo que considera lesivo del derecho de inocencia, donde le corresponde a las autoridades la comprobación de los hechos y no a los imputados demostrar su inocencia, entre otros hechos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

17558-10. MENOR DE EDAD. PRORROGA DE DETENCION. Alega el recurrente que contra el menor amparado se sigue una causa en el Juzgado Penal Juvenil Primer Circuito Judicial de San José, por el delito de robo agravado.  Señala que en dicho expediente se ordenó la detención provisional del menor, contra la cual se solicitó un cambio de medida cautelar, que fue acogida por el Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José. No obstante, fue recurrido en apelación por el Ministerio Público y encontrándose en vista ante el Tribunal Penal Juvenil de Goicoechea del Segundo Circuito Judicial de San José y haciéndoles saber que ya se había cumplido el plazo de la detención, el  Tribunal dispuso la inmediata detención del amparado y ordenó al Juzgado Penal Juvenil Primer Circuito Judicial de San José realizar una nueva audiencia para conocer con un juez distinto la solicitud de cambio de medida cautelar hecha por la defensa, la cual debía, además, ser fundamentada en forma suficiente.   Sostiene que el Tribunal Penal Juvenil recurrido excedió sus facultades para decidir en segunda instancia sobre las medidas cautelares, pues revocó una resolución que ya había cumplido su eficacia y le dio vida a otra que no tenía eficacia en el proceso, pues fue sustituida por otra (la que ordenó el cambio de medida cautelar) y, sin ninguna validez jurídica ni fundamento legal alguno, ordenó la detención provisional, nuevamente, de su representado.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
17182-10. IMPUTADO. FALTA DE NOTIFICACIÓN DE RESOLUCIONES.  Alega el recurrente que dentro del proceso penal que se tramita en su contra se dictó prisión preventiva. Aduce que el motivo de su detención se debió a que hace un año fue notificado de una audiencia, a la cual no acudió porque no le fue notificado en el lugar o domicilio señalado en el expediente. Alega que un año antes de la fecha señalada para la audiencia, estaba privado de libertad en el Centro de Atención Institucional San Rafael, y desde hace cinco años tiene como domicilio la casa de su hermana en Cachí de Paraíso de Cartago. Estima que la prisión preventiva que sufre  resulta ilegítima y lesiva de sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

17186-10. DETENCIÓN. ORDEN DE DETENCIÓN INTERNACIONAL. Reclama el recurrente que contra el amparado se dictó una orden de captura internacional de forma ilegítima, debido a que ya el Juzgado de Pérez Zeledón había rechazado esa solicitud y, además el Ministerio Público había solicitado una desestimación de la causa. Sobre la emisión de órdenes de captura internacional, se cita el voto 5968-95 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
17190-10. DETENCIÓN. PRIVACIÓN DE LIBERTAD POR PARTE DE LA POLICÍA ADMINISTRATIVA.  Indican los recurrentes que la Policía Municipal y de la Fuerza Pública de Heredia procedieron a detenerlos sin existir un indicio comprobado de haber cometido delito, sin ningún fundamento, y los mantuvieron encarcelados en las celdas de la comandancia por casi dos horas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16972-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO DEL ACTA DE VISTA ORAL. Alega la recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado se le impuso la medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de tres meses. Indica que esa resolución  está carente de fundamentación. Manifiesta que nunca se analiza por parte del Juzgado el arraigo laboral, familiar, ni domiciliario de su defendido. Por su parte, señala que el Tribunal recurrido en el acta de vista, realiza una minuta en la cual no se analiza  ninguno de los peligros procesales, obviando la valoración de la prueba –pues ni siquiera la describe en la minuta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16929-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE ACCESO AL EXPEDIENTE. Refiere el recurrente que dentro del proceso penal que se sigue a su representada se prorrogaron las medidas cautelares de la amparada, motivo por el cual se interpuso un recurso de apelación; sin embargo el  Tribunal Penal  no resolvió el recurso de apelación a tiempo. Alega que el Juzgado Penal, prorrogó, nuevamente, las medidas cautelares de la tutelada y que luego de la audiencia del Tribunal, en la que se resolvió de apelación, el Juzgado Penal, citó para audiencia a las partes, en un plazo de dos horas, para resolver sobre la prórroga de las medidas cautelares, plazo en el cual no se pudo tener acceso al expediente para examinar la solicitud de prórroga realizada por el Ministerio Público. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula la resolución de las quince horas trece minutos del veintiséis de agosto del dos mil diez. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

16970-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. PLAZOS VENCIDOS. Alega el recurrente que en su contra  se sigue  proceso penal donde se le impuso las medidas cautelares de prisión preventiva por más de diecinueve meses. Argumenta que con el transcurso de los años, las condiciones que motivaron la declaratoria del proceso como complejo variaron, por lo que no procede la última prórroga de prisión que el Tribunal de Juicio de Alajuela ordenó en su contra, además el Tribunal de Juicio, carece de competencia para prorrogar la prisión preventiva en su contra, ya que esto le correspondía al Tribunal de Casación, dado que dicha prórroga fue dictada fuera del período extraordinario máximo para este Tribunal. Indica que la juez que presidió el juicio en el cual fue condenado ordenó el reenvío, participó, nuevamente, para prorrogar la medida de prisión preventiva, cuando lo correcto, hubiese sido, que se excusara de conocer el asunto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16974-10. PRUEBA. LEVANTAMIENTO DEL SECRETO BANCARIO Indica el recurrente que en la causa que se sigue en su contra, se ordenó el impedimento de salida del país, la congelación de sus cuentas y las de su bufete, se levantó su secreto bancario y se allanó su vivienda y su oficina. Considera que la información obtenida indebidamente del banco, que sirvió de base para la denuncia en su contra, es ilegal, y no puede ser admitida como prueba en el proceso. Solicita se obligue a la Fiscalía investigar antes de ordenar medidas tan graves como las que ha dispuesto y se anule lo actuado con base en prueba ilegítima, cual es la información errónea que el denunciante ha invocado y confesado en su propia denuncia temeraria, por haberla obtenido por medios ilegales.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
16942-10. MEDIDAS CAUTELARES.  FALTA DE FUNDAMENTACIÓN.  Alega la recurrente que fue citada en la fiscalía de Heredia y detenida en ese momento. Acusa que se le impusieron medidas cautelares, pero no le permitieron estar en la audiencia, dado que cuando le llevaron, ésta ya se había realizado sin su presencia, por lo que no tuvo oportunidad de defenderse. Posteriormente, al apelar, se enteró que no hubo grabación de la audiencia, situación que justificó el despacho accionado con una indicación de que fue consecuencia de un problema de audio. Posteriormente el  Tribunal Penal revocó el impedimento de salida del país, pero solicitó una fianza de un millón y medio de colones, lo que no puede solventar. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Tribunal Penal de Alajuela. Se anula por falta de fundamentación el voto No. 328-2010 de las ocho horas cuarenta minutos del 18 de agosto del 2010 y se ordena dictar una nueva resolución debidamente fundamentada. En cuanto al Juzgado Penal de Alajuela, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16938-10. REBELDÍA.  NO LE COMUNICAN IMPEDIMIENTO DE SALIDA DEL PAÍS. Alega el recurrente que sin que le fuera notificada la medida cautelar de impedimento de salida del país, fue declarado rebelde, en virtud de que fue a Estados Unidos para hacerse un tratamiento médico, situación que cuando lo citaron a una audiencia, fue comunicada por su abogado defensor al Tribunal y a pesar de ello, se ordena su captura, sin tomar en cuenta que no le habían comunicado el impedimento de salida del país. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de las 11:20 hrs. de 30 de septiembre de 2010 dictada por el Tribunal de Juicio de Puntarenas -sede Aguirre y Parrita-, a través de la cual se declara rebelde al tutelado y se ordenaba su inmediata captura. CL
16966-10. DETENCION. SE ORDENA CAPTURA POR NO COMPARECER AL JUICIO. Alega el recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue a su representado se señaló hora y fecha para el juicio; no obstante por problemas de salud el imputado no pudo presentarse a juicio, y remitió con anticipación un certificado médico como prueba de su imposibilidad de comparecer al debate. Sin embargo, el Juez encargado del caso ordenó  ese mismo día la captura del amparado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16954-10. MENOR DE EDAD. SOLICITUD DE CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR.  Indica la recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional para Menores. Refiere que tiene miedo y que no puede salir, ni ir a la escuela del centro de atención porque entre tres personas lo golpean. Manifiesta que está a pronto a cumplir los dieciocho años y será enviado a otro centro de atención, por lo que solicita cambiarle la medida cautelar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
16511-10. MENOR DE EDAD. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA SUPERANDO EL PLAZO ESTABLECIDO POR LEY. Alega el accionante que el menor amparado figura como encartado en una causa penal, que concluyó en una condena de 10 años por el delito de homicidio simple. Manifiesta que el amparado afrontó dicho debate estando detenido provisionalmente, cumpliendo los 4 meses que puede estar detenido en materia penal juvenil un menor de edad, según el numeral 59 de la Ley de Justicia Penal Juvenil. No obstante, acusa que se le prorrogó extraordinariamente por dos meses más la detención provisional, aplicando supletoriamente el artículo 258 del Código Procesal Penal, lo cual apeló, pero no le fue aceptada su gestión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Voto salvado de la Magistrado Calzada. SL
16513-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA.  SE HACE DE OFICIO Y SE ALEGA FALTA DE NOTIFICACIÓN. Alega la  recurrente  que a su representado se le impuso prisión preventiva por un plazo de tres meses y pese a que en el momento en que vencía la medida cautelar indicada  no se requirió su ampliación. Indica que la juez recurrida ordenó de oficio prorrogar la prisión preventiva por un mes más, resolución que aún no ha sido notificada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16517-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. DURANTE LA ETAPA DE JUICIO. Alega la recurrente que el Tribunal de Juicio accionado suspendió la realización del debate oral que se realizaba en la causa seguida contra el amparado, sin que existiera motivo justificado para no continuar con el juicio e injustificadamente, se prorrogó la prisión preventiva por tres días más, mientras se culminaba el debate. . Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16522-10. MINISTERIO PÚBLICO. NIEGAN ACCESO A LEGAJO PARALELO.  Alega el accionante que en la Fiscalía de Bribrí se tramita una causa penal en contra del amparado, por el delito de Infracción a la Ley de Migración y Extranjería. Señala que se le niega el acceso al legajo paralelo que lleva el Ministerio Público, en donde consta la declaración de ocho testigos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16474-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE AUDIENCIA Y DETENCION POR PARTE DEL OIJ.  Alegan los recurrentes que fueron detenidos por funcionarios de la Fuerza Pública y del Organismo de Investigación Judicial y en el momento de la detención fueron expuestos al público, se les tomaron fotografías y videos por parte de la prensa nacional, sin que las autoridades recurridas les permitieran al menos cubrir sus rostros. Indican que fueron objeto de un trato degradante y, afirman que estuvieron detenidos por el Organismo de Investigación Judicial mucho tiempo, pues fueron pasados poco antes de vencer el plazo de las 24 horas. Finalmente señalan que se les impuso la prisión preventiva por  tres meses, sin previa audiencia. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin disponer la libertad de los amparados. En consecuencia, se ordena a la Jueza Penal de Turno Extraordinario del Segundo Circuito Judicial de San José,  que en forma inmediata convoque legalmente a una audiencia oral a las partes del proceso penal que se sigue contra los amparados, con el objeto de resolver la solicitud de prisión preventiva que contra éstos formuló el Ministerio Público. Además, se le ordena al Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial,   abstenerse de realizar acciones como las que dieron lugar a la estimatoria del presente recurso. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
16473-10. PRISIÓN PREVENTIVA. RETARDO EN RESOLVER RECURSO DE APELACIÓN DE MEDIDA CAUTELAR. Indica el recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue al amparado se dictó prisión preventiva por tres meses. Establece que para  efectos de conocer la nueva solicitud de continuación de la misma  se señaló  vista oral, donde el juez declinó resolver de forma inmediata. Manifiesta que la resolución fue apelada por la defensa;  no obstante, el expediente aún se mantiene en el juzgado recurrido, sin haberse  puesto en conocimiento del superior, ni emplazado a las partes.  Se declara con lugar el recurso por retardo en tramitar y resolver la gestión recursiva que ocasiona este asunto, sin ordenarse la libertad del amparado. CL

16472-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE AUDIENCIA. Alega la recurrente que en la causa penal que se sigue a su representado se le impuso prisión preventiva por seis meses  Agrega que a  finales de agosto gestionó el cambio de la prisión preventiva; gestión que fue rechazada  de plano, alegando que no habían transcurrido los tres meses para que proceda. Indica que solicitó la realización de una vista oral para evacuar la prueba correspondiente, pero la juzgadora no señaló vista oral, sino que revisó el caso sin siquiera tomar en cuenta la prueba ofrecida por la recurrente. Se declara CON LUGAR el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se anula la resolución de las 13:10 horas del 17 de setiembre de 2010, dictada por el Juzgado Penal de Desamparados. Se ordena fijar fecha, a la mayor brevedad posible, para la vista oral solicitada por la defensa del tutelado. CL

16471-10. MORA JUDICIAL. OMISIÓN DE EXPEDIR CANCELACIÓN DE JUZGAMIENTOS. Alega el recurrente que el Tribunal recurrido absolvió al amparado de toda pena y responsabilidad del delito de violación, y se ordenó la cancelación de los juzgamientos inscritos por estos hechos; no obstante, el tribunal sentenciador no ha comunicado al Instituto Nacional de Criminología la cancelación de los referidos juzgamientos. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

16384-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SE ALEGA FALTA DE NOTIFICACIÓN. Alega el recurrente que el amparado  es una persona con discapacidad el cual depende de una silla de ruedas y se encuentra detenido en las celdas del Organismo de Investigación Judicial. Indica que en  la audiencia oral de solicitud de medidas cautelares de prisión preventiva, se  decidió diferir la resolución e indicó a las partes que se les notificaría por el medio correspondiente, no obstante, al día de hoy, dicha resolución  no ha sido notificada. Se declara CON LUGAR el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

16391-10. MEDIDAS DE PROTECCIÓN. VIOLENCIA DOMÉSTICA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN.  Indica el recurrente que contra su persona se  interpuso una denuncia por violencia doméstica; en donde se solicitó al juzgado recurrido medidas de protección; sin tener ningún parentesco que lo vincule. Indica que por el contrario lo que existe es un problema entre vecinos, lo cual de ninguna forma justifica las medidas de protección que el juzgado dictó en su contra. Señala que la resolución  dictada carece de  fundamento para la imposición de una medida tan desproporcionada e irracional.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
17271-10. DECOMISO. POLICIA DE CONTROL FISCAL DECOMISA VEHÍCULO POR INFRACCIÓN A LA LEY DE EXONERACIONES. Acusa la recurrente que andaba en Golfito, en compañía de su hija y su familia en su vehículo y, al ir hacer una diligencia, llegó la  Policía de Control Fiscal y decomisó el vehículo por infracción a la ley de exoneraciones número 8444, porque la persona beneficiaria no estaba en el automotor y quien lo conducía no portaba la autorización para hacerlo. Afirma que previo al decomiso, los oficiales tomaron fotografías del vehículo sin considerar que habían menores en el interior; además; reprocha que, por esta situación, su familia fuera expuesta a la curiosidad de quienes pasaban por el lugar. Manifiesta que el decomiso no contó con la coordinación de la Policía de Tránsito. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16378-10. IMPUESTO. SE ORDENA LA MINAE IMPLEMENTAR COBRO DE CANON AMBIENTAL POR VERTIDOS. Alegan los recurrentes que con el fin de reforzar los mecanismos para  reducir los índices de contaminación, se promulgó un instrumento económico de regulación de la contaminación denominado: "Canon Ambiental por Vertidos (CAV)", Decreto Ejecutivo Nº 31176-MINAE del 22 de abril de 2003, según el cual, los usuarios-contaminadores, ya sean personas físicas o jurídicas, públicas debían cancelarle al Estado un pago en contraprestación del servicio ambiental brindado por los cuerpos acuáticos superficiales por el transporte y eliminación de los desechos líquidos que puedan causar efectos nocivos sobre el recurso hídrico, los ecosistemas relacionados, la salud humana y las actividades productivas. Estiman que el Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones ha omitido ejercer su obligación de cobrar al Instituto Costarricense de Alcantarillado el canon ambiental de vertidos que le corresponde según lo dispuesto  en el decreto indicado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de forma inmediata proceda a contestar la solicitud remitida por el Departamento Aguas del MINAET mediante oficio No. IMN-DA-3018-2009 del 22 de setiembre del 2009. Por su parte, se ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que una vez recibida la información requerida al A y A mediante oficio IMN-DA-3018-2009 del 22 de setiembre del 2009, lleve a cabo las acciones pertinentes y necesarias para que dentro del plazo de TRES MESES contados a partir de la notificación de la presente resolución, se proceda conforme a lo establecido en el Decreto Ejecutivo No. 34431-MINAE, y se implemente el efectivo cobro del Canon Ambiental por Vertidos al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados respecto de la red de alcantarillado sanitario que esta administra. CL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

17936-10. MIGRACIÓN. IMPEDIMENTO DE INGRESO AL PAIS A EXTRANJERO CASADO CON COSTARRICENSE. Los recurrentes reclaman que pese a que el tutelado –de nacionalidad holandesa-, se encuentra casado con costarricense y en su contra no se sigue causa penal alguna, la Policía de Migración del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría le impide el ingreso al país. Sobre el tema se cita la sentencia 12223-08, en donde se indicó que por el solo hecho de estar casado con un costarricense, un extranjero no puede exigir la derogación singular de las normas de rango legal que rigen el ingreso y la permanencia de los foráneos en el territorio nacional, cuyo cumplimiento puede ser exigido, perfectamente, en ejercicio de la soberanía nacional. Por esto y, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

16957-10.CONDICIONES. CENTROS DE DETENCIÓN DE MIGRACIÓN Refiere la recurrente que los amparados son originarios de Banklabesh  y se encuentran detenidos  desde el veinticuatro de septiembre pasado en el puesto judicial de Paso Canoas. Indica  que el lugar en que están detenidos es insalubre, incomodo e inseguro, además  no están a la orden de juez competente, unido al hecho de que el plazo de detención es excesivo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16512-10. RESIDENCIA. CANCELAN RESIDENCIA A MADRE DE COSTARRICENSE. Alega una menor que es costarricense y que a su madre se le canceló la residente de libre de condición, obligándola a salir del país, por lo que se le obliga también a salir del país junto con su madre, pese a ser ciudadana costarricense. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. Notifíquese, personalmente,  al Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia. Los Magistrados Jinesta, Castillo y Hernández consignan nota. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

17556-10.  NOTIFICACIONES. POR EXPOSICIÓN QUE HACE EL TSE A LOS PARTIDOS POLÍTICOS. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Decreto No. TSE-06-2009 aprobado en la sesión ordinaria No. 54-2009 de 4 de junio de 2009 “Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los políticos” y la segunda frase del artículo 104 y la frase final del artículo 105, ambos de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil. No. 3504 de 10 de mayo de 1965. El Decreto 06-2009 TSE se impugna por  cuanto, si bien el artículo 58 inciso o) del Código Electoral señala a los partidos su obligación de mantener un lugar para recibir notificaciones, pero ni esta norma ni el artículo 106 de la ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil dicen en ningún momento que ese medio debe ser exclusivamente un correo electrónico como se pretende mediante el decreto cuestionado. Por lo anterior, y dado que ese medio no está lo suficientemente popularizado ni está al alcance de todos los partidos políticos, imponerlo como única forma de notificación de acuerdos y resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones, viola el derecho de los partidos de señalar una casa, un local, un fax o bien un correo electrónico según sea su conveniencia. Respecto a la segunda frase del numeral 104 y la frase final del artículo 105 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, alegan que la notificación por estrados de las resoluciones de la Dirección General del Registro Civil en materia electoral es arcaica y riñe con el derecho de los administrados de conocer por un medio cierto y seguro aquellos actos y resoluciones que les pueden afectar. Esta forma de notificar impide el ejercicio del derecho de impugnar, a no ser de que se cuente con recursos para enviar permanentemente a un funcionario que revise la pizarra todos los días a efecto de poder tener control sobre aquéllas resoluciones que les pueden perjudicar. Todas las disposiciones impugnadas a juicio de los accionantes  infringen el principio de igualdad, pues riñen con otras disposiciones de rango legal que regulan la comunicación y notificación al administrado de las disposiciones que afecten sus intereses, el derecho de defensa, que supone el derecho a ser correctamente notificado por un medio seguro, que en general respete el principio de certeza y seguridad jurídica, el derecho de asociación en partidos políticos, por cuanto debe respetarse su derecho de recibir notificaciones y comunicaciones por medios que cumplan las garantías dichas; y el derecho de petición y pronta resolución, que igual supone que se debe respetar la obligación de notificar por un medio idóneo y seguro al administrado. Se rechaza de plano la acción respecto del Decreto No. TSE-06-2009, "Reglamento de notificaciones por correo electrónico para los partidos políticos", aprobado en la sesión ordinaria No. 54-2009 del 04 de junio de 2009 del Tribunal Supremo de Elecciones. En lo demás, se declara sin lugar la acción. RP y SL

FAMILIA
16396-10. MENOR. SE NIEGA SALIDA DEL PAIS DE MENOR DE EDAD, PORQUE SU MADRE REVOCÓ EL PERMISO, A PESAR DE QUE VIVE CON EL PAPA. Alega el accionante que el Juzgado de Familia de Alajuela, resolvió que la guardia, crianza y educación de la menor amparada, indicando que estaría físicamente en manos de su padre, con domicilio en los Estados Unidos de Norteamérica. Refiere que en dicha resolución también se abordó que el tema de las visitas y, se dijo que el amparado se comprometería a traer a la niña a Costa Rica en su tiempo libre y en vacaciones. Por lo anterior, explica que en las vacaciones de fin de curso lectivo de aquel país, el amparado trajo a la niña a Costa Rica a fin de que compartiera con su madre, con el compromiso de volver por la niña antes de que iniciara el curso lectivo, sea el 7 de septiembre. Pese a ello, cuando el señor padre pretendió llevarse a la menor, su madre la escondió, razón por la cual tuvo que interponer una denuncia penal, en donde se ordenó la entrega de la menor. No obstante lo anterior, las autoridades de Migración del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría negaron la salida del país de la menor amparada, bajo el argumento de que su madre había revocado el permiso conferido para esos efectos, alegando que temía que su progenitor se la llevara de manera permanente. Alega la recurrente que la menor es de nacionalidad estadounidense y, aunque el amparado mostró a las autoridades accionadas las dos sentencias judiciales dictadas en este caso, el impedimento se mantuvo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Las Magistradas Calzada, Abdelnour y Arias salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
INTIMIDAD

18158-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. NIEGAN ELIMINAR INFORMACIÓN PRIVADA EN BASE DE DATOS. El recurrente supone que varias empresas han rechazado sus ofertas de trabajo, porque Teletec S.A., Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada S.A. y Transunion Costa Rica TUCR S.A. les han suministrado datos confidenciales, falsos y desactualizados acerca de él, incluso, su fotografía. De otra parte, para que él mismo pueda consultarlos y corregirlos le exigen el pago de una cuota. Consultadas las empresas recurridas, una afirma que no se registran datos sobre el recurrente, otra que en sus bases solamente, aparece que el recurrente no ha pagado dos deudas y que no han transcurrido cuatro años desde el último pago o desde que se declarara incobrable por lo que no puede aducir el "derecho al olvido", de manera que la información está actualizada y finalmente, la tercera empresa, indica que el recurrente nunca ha sido consultado por ningún cliente, de manera que no es cierto que la falta de empleo o las llamadas para ofrecer productos se deban a esa empresa. Estima la Sala que al no haber pruebas que demuestren lo contrario, el recurso debe desestimarse. SL
17915-10. INFORMACION CREDITICIA. BANCO PRIVADO NO ACTUALIZADA INFORMACIÓN ANTE LA SUGEF. El recurrente alega que su récord crediticio aparece ante la SUGEF como sujeto de crédito nivel 3, -lo que significaba que no puede gestionar ningún tipo de crédito-, debido a un problema reportado por el BAC San José en el año 2007, a pesar de que la única relación que mantuvo con esa entidad bancaria fue cuando le depositaban el salario, sin que hubiera realizado ninguna transacción crediticia con dicho Banco y además canceló una cuenta que le dijeron tenía pendiente. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Banco BAC San José S.A.  Se ordena al Apoderado Especial Judicial de esa entidad bancaria, que comunique a la SUGEF el pago que realizó el recurrente por concepto del monto sobregirado e intereses generados, dentro del plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta resolución. En cuanto al Superintendente General de Entidades Financieras, se declara sin lugar el recurso.CL 
LIBERTAD DE PRENSA
16958-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. NO SE PUBLICA RECTIFICACIÓN COMPLETA. Reclama la recurrente que el veintiuno de septiembre de dos mil diez, en la edición vespertina de Telenoticias Canal 7, se difundió un reportaje en el cual se señaló supuestas anomalías por la realización de algunos contratos de asesoría realizados entre el Ministerio de Salud y la Universidad de Costa Rica, en el cual repitió señalamientos que ha había hecho en una serie de reportajes difundidos por ese mismo noticiero los días dos, tres, cuatro y cinco de abril de dos mil diez, titulados "Asesorías de Duda", refiriéndose en esta oportunidad, de manera inexacta, agraviante y tendenciosa, a un informe de la Contraloría General de la República. Manifiesta que debido a lo anterior, en tiempo y forma solicitó a Televisora de Costa Rica Sociedad Anónima y a Telenoticias Canal 7, su derecho de rectificación o respuesta, con la finalidad de exponer en igualdad de condiciones que sus actuaciones han estado apegadas a derecho y que la información difundida, fue una interpretación antojadiza sobre lo resuelto por la Contraloría General de la República. Indica que el domingo veintiséis de septiembre envió a la recurrida un CD en el cual se dirigía al público con una serie de consideraciones, así como una nota de remisión de su derecho de respuesta dirigida a los Directores de Telenoticias; no obstante lo anterior, Canal 7 publicó su derecho de rectificación o de respuesta tres días después de su solicitud, de forma escueta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

17219-10. PARTES DE TRÁNSITO. SE ANULA PARTE POR NO  VALORAR LA PRUEBA TESTIMONIAL. Alega el recurrente que  se le confeccionó una boleta de citación por el polarizado de los vidrios del vehículo, pese a indicarle que el polarizado era de fábrica y se encontraba dentro de los parámetros de ley.  Manifiesta que impugnó  la citada boleta, y se emitió resolución donde se le previno que presentara una certificación expedida por la empresa  en la cual se precisara el nivel de tintado de los vidrios del vehículo, lo cual cumplió, pero pese  a lo anterior la impugnación fue desestimada y se le declaró responsable de la infracción. Argumenta que se  declaró impertinente la prueba ofrecida, lo cual lesionó la presunción de inocencia y, además, se le colocó en un estado de indefensión, porque sin razonamiento alguno se rechazaron todas las probanzas que planteó, inclusive la técnica solicitada.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de la Unidad de Impugnaciones de Pérez Zeledón, Nº 026-2010 de las 8:07 hrs. de 30 de agosto de 2010 y se ordena a la Coordinadora de la Unidad e Impugnaciones de Boletas de Citación de Pérez Zeledón, que proceda a valorar la procedencia de la prueba testimonial ofrecida por el recurrente el 31 de marzo de 2010. CL
16619-10. PARTES DE TRÁNSITO. SE ANULA PARTE POR NO LLEVAR A CABO AUDIENCIA ORAL. FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Reclama el recurrente que un Oficial de Tránsito le pidió los documentos del vehículo, entre los cuales se encontraba la revisión técnica vehicular, que está vencida, motivo por el cual le confeccionó un parte. Establece que el oficial consignó que el lugar de la infracción era la Rotonda de Zapote; sin embargo, asegura que esa información es falsa. Indica que presentó recurso de apelación en contra de la referida boleta, no obstante se declaró sin lugar su recurso, sin que fuera conocido su derecho de audiencia y sin que se le permitiera presentar las pruebas ofrecidas. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución número 1551-2010-SJ de las ocho horas con tres minutos del trece de agosto del dos mil diez, de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del San José. Se ordena al Coordinador de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación de San José del Consejo de Seguridad Vial,  que restituya al amparado en el pleno goce de sus  derechos. (Ver en similar sentido voto 14457-10). CL

16525-10. AGUJAS. RESTRICCIÓN PARA INGRESAR POR UBICACIÓN DE OBSTÁCULOS. Alega el recurrente que labora como constructor en el residencial recurrido; no obstante, cada vez que pretende ingresar la seguridad del residencial lo detiene en la entrada y no le permite el libre tránsito y lo interroga como si fuese a delinquir, lo que considera una humillación y discriminación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad del Cantón Central de San José, o a quien en su lugar ejerza el cargo, interponer las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencia para que de forma inmediata se remuevan o eliminen los obstáculos ubicados en la vía pública que restringen o limitan el acceso a la entrada de la Urbanización El Solar, en la Uruca. CL
MINORIAS
17925-10. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS Y  ACERAS  EN MAL ESTADO. Manifiesta el recurrente que es estudiante del Instituto de Rehabilitación y Formación para Ciegos Hellen Keller. Señala que para trasladarse de su casa a dicho centro educativo debe tomar los autobuses de Aserrí o Desamparados. Señala que las paradas o terminales de esas empresas de transportes fueron reubicadas  hacía el sector de Paseo de Los Estudiantes, por lo que debe trasladarse por aceras en muy mal estado, zonas sin rampas para discapacitados, unido al hecho de que en la zona sólo existe un semáforo audible. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
17585-10. ADULTO MAYOR. NIEGAN SALIDA DE ALBERGUE A PERSONA ADULTA MAYOR. Alega la recurrente que su tío se encuentra en las instalaciones de la asociación recurrida, y motivo de una visita que le realizó éste le manifestó su disconformidad por estar en ese centro. Indica que dicha situación se la comunicó a la administradora, pero pese a ello, ésta le manifestó que no podía salir de esas instalaciones hasta que la encargada de haberlo internado en ese lugar firmara la autorización. Considera que el amparado  nunca pidió que lo llevaran a ese sitio y al manifestar su deseo de salir de ahí, no se lo permiten. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

17636-10. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN EDIFICACIÓN PRIVADA EN TURRIALBA.  Indica el recurrente que es discapacitado y tiene que movilizarse en silla de ruedas. Dice que interesado en conocer las oportunidades turísticas que brinda el cantón de Turrialba, fue a visitar las instalaciones de Explonatura, una empresa de turismo, ubicada en una segunda planta, pero no pudo ingresar por no haber infraestructura para personas con discapacidad.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Turrialba, coordinar acciones y girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle a la edificación privada de acceso público en cuestión (Empresa Explonatura), el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley 7600 "Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan accesar debidamente a dichas edificaciones. CL

16944-10. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SE ORDENA ADECUAR INSTALACIONES DE CENTRO EDUCATIVO.  Alega la recurrente que la amparada padece de problemas en su aparato motor, lo que le impide desarrollar adecuadamente sus actividades diarias.  Por tal razón utiliza cables flexibles, férulas y otros implementos para poder movilizarse, con asistencia de otra persona para no perder el equilibrio.  Indica que debido a una  intervención quirúrgica, se encontraba incapacitada para asistir a lecciones en la Escuela José Gonzalo Acuña Hernández.  Menciona que la escuela no cuenta con infraestructura adecuada para el acceso de una silla de ruedas, único medio para el traslado de la menor. Manifiesta que ante la incapacidad producto de la operación a la cual fue sometida la menor, se solicitó ante los funcionarios de la escuela recurrida asistencia a efecto de que su nieta lograra continuar con sus estudios desde su casa, no obstante, sólo la maestra del grado se presenta una o dos veces a la semana para explicarle la materia, lo cual no hacen el resto de docentes de las diferentes materias. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la lesión al artículo 33 constitucional. Se les  ordena a  la Viceministra Administrativa de Educación, de Viceministra Académica de Educación, de Directora Regional de Enseñanza de Coto y de Director de la Escuela José Gonzalo Acuña Hernández,que procedan dentro del plazo de SEIS MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia, cada uno dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, a adoptar las medidas que sean necesarias, a fin de adecuar las instalaciones físicas y el acceso de ingreso al Centro Educativo recurrido, en respeto a lo establecido en la Ley 7600, a fin de garantizar a la población con discapacidad, en especial a la menor amparada, su derecho al libre tránsito así como que el ejercicio de este derecho se realice con seguridad. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
MUNICIPALIDAD

17983-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE MAL ESTADO DE LAS CALLES EN URBANIZACIÓN DE CARTAGO.  Argumentan los recurrentes que son vecinos de la Urbanización el Atardecer, etapa III, Quircot, Taras de Cartago, y que desde  hace tiempo tienen problemas debido a la calle que pasa frente a sus casas de habitación se encuentra en pésimas condiciones, ya que no cuenta con una verdadera infraestructura para poder recoger las aguas pluviales, por lo que arrastra barro y piedras en época de invierno. Añaden que cuando no hay lluvias, quedan charcos que se convierten en criaderos de mosquitos, además los vehículos de emergencias así como el camión recolector de basura no pueden ingresar a la urbanización. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde y al Presidente del Consejo Municipal de Cartago, que de inmediato realicen mediante una modificación presupuestaria o un presupuesto extraordinario, la previsión necesaria, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, la calle y el sistema de alcantarillado pluvial, de la III Etapa de la Urbanización El Atardecer, sean, debidamente, reparados,  debiendo coordinar lo pertinente con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y demás órganos o entes estatales involucrados. CL

17970-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA DE CALLE EN TIBÁS. Alega el recurrente que reside en San Juan de Tibás, y  que la municipalidad recurrida tiene al menos quince años de no realizar ningún bacheo ni asfaltado en la calle ubicada al costado norte de su propiedad, la cual está llena de huecos, situación que vuelve riesgoso transitar por esa vía pues los vehículos deben cambiarse de carril para evitarlos y no dañar los vehículos. Menciona que en la esquina de su vivienda existe una alcantarilla que tiene varios años de estar sin tapa, lo que produce que constantemente se llene de basura, circunstancia que provoca que el agua no pueda pasar por allí dando como resultado que se desborde. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Tibás, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de doce meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva el problema que existe en la calle 16 que se ubica en las cercanías de la vivienda del tutelado, y que motivó la interposición del presente recurso de amparo. CL

17951-10. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE EN SAN RAFAEL DE HEREDIA. Aduce la recurrente que es vecina de Concepción, San Rafael de Heredia, propiamente en el lugar conocido como “Calle Breña de Mora”  o “Calle Anonos”. Señala que esa calle se encuentra bajo la responsabilidad de la Municipalidad recurrida, pero no fue  considerada en ninguna planificación, programa o proyecto de construcción, habilitación o mejora, incluso esa vía no tiene aceras o caños. Refiere que por erosión se formó una especie de zanja en la vía, por la cual discurren aguas pluviales y aguas servidas de uso doméstico. Indica que algunos vecinos colocaron tubos de concreto y cajas de registros, unido al hecho se construyó una canalización de aguas en la propia vía pública. Refiere que la Municipalidad accionada realizó una nivelación con lastre en esa vía, pero esa obra no recibió ningún tratamiento de cimentación, y por acción del agua, el  material se desplazó hacía la “zanja de aguas”, provocando que se obstruyeran los tubos y cajas de registros, y con ello el desborde de aguas por encima de calle, dejando la vía intransitable. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de San Rafael de Heredia, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de dieciocho meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios para solventar el problema que presenta la calle Anonos, que se ubica cerca de la casa de la recurrente en Concepción de San Rafael. CL

17960-10. DAÑOS A PROPIEDAD. DESBORDAMIENTO DE RÍO EN CARMONA DE NANDAYURE. Refiere el recurrente que es vecino de la comunidad de Carmona de Nandayure y su propiedad colinda con el río Nandayure. Agrega que dicho inmueble ha pertenecido a su familia desde hace más de cuarenta años; sin embargo, en años recientes han sufrido diversos problemas con el caudal de dicho río. Señala que el río se ha desbordado e inundado su propiedad y las de siete familias más que viven en la misma localidad. Asegura que la situación expuesta ha puesto en peligro la vida de personas que conviven junto al río. Acusa que la mayoría de los habitantes ante una eventualidad o emergencia no podrían valerse por sí mismos para salir del lugar, pues inclusive el río ha socavado las bases del puente principal que comunica esa comunidad con el centro de Nandayure. Añade que hace aproximadamente un año conversaron con representantes de la Comisión Nacional de Emergencias, los cuales hicieron caso omiso de sus denuncias, y posteriormente, no se apersonaron a realizar la respectiva inspección. Refiere que el Alcalde recurrido les manifestó  que envió varios oficios a la Comisión Nacional de Emergencias, con el fin de que realizaran la inspección de la zona, no obstante, pese al tiempo transcurrido, las autoridades recurridas no han tomado las medidas del caso.Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia: 1) Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, ser vigilante de la situación del cauce del río Carmona y tomar las acciones pertinentes para actuar de forma previsora a efectos de que en el futuro no se vuelvan a presentar problemas de inundaciones u otros que comprometan la estructura del puente. 2) Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Nandayure, Guanacaste, proceder de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para poner a derecho a las personas que se encuentran habitando en los márgenes de protección del río Carmona, es resguardo de su derecho a la vida, y demás derechos fundamentales. CL

17943-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REUBICAR SEÑALIZACIÓN DE CALLES Y AVENIDAS EN  SAN RAFAEL DE OREAMUNO DE CARTAGO. Manifiesta el recurrente que las entidades recurridas, suscribieron un convenio con el propósito de señalizar las calles y avenidas del cantón. No obstante, acusa que los trabajos se iniciaron y, si bien las señales fueron colocadas en el centro de las esquinas, eso obstaculiza el paso de las personas en términos generales y, sobre todo, a los adultos mayores, a aquellos individuos que utilizan sillas de ruedas para desplazarse o bien, a los no videntes. Indica que no se previó un sistema de escritura especial que permita a estos últimos ubicarse. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente en contra de la Municipalidad de Oreamuno y por la ubicación física de las señales verticales de señalización de calles y avenidas en las aceras de San Rafael de Oreamuno, sin respetar un espacio mínimo de un metro veinte centímetros para el libre paso peatonal. Se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, que adopte las medidas necesarias dentro de su ámbito de competencia para que en el término improrrogable de tres meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, se retiren o se reubiquen las mencionadas señales verticales de forma que se respete un espacio mínimo de un metro veinte centímetros para el libre paso peatonal. CL Parcial
17800-10 VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN A PROBLEMA DE  ESTANCAMIENTO DE AGUA EN NICOYA. Indica el recurrente que envió una nota al Concejo Municipal recurrido, denunciando la gravísima problemática de salud que se estaba dando en Nicoya, específicamente a causa del mal estado de la carretera y los caños, pues el agua llovida se estanca y en algunas ocasiones algunos vecinos vierten materiales altamente tóxicos en dichas aguas que van a parar a las afluencias de los ríos, así como también el riesgo de que se propague el dengue. Alega que como no hubo respuesta de las  autoridades municipales,  acudió al Área de Salud, quienes confirmaron la problemática denunciada, lo que dio origen a que se emitieran una serie de recomendaciones. Sin embargo, a la fecha la situación continúa igual, por la inoperancia de las autoridades recurridas. Se declara con lugar el recurso contra la Municipalidad de Nicoya y se le desestima en lo correspondiente al Ministerio de Salud.  Se ordena a quienes ocupen los cargos de Alcalde y de Presidente del Concejo, de la Municipalidad de Nicoya, que dicten las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que ese municipio, dentro del término de seis meses, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, realice los estudios y las obras que sean necesarias para solucionar el problema de estancamiento de aguas, conforme con las recomendaciones del Ministerio de Salud y las denuncias formuladas por el amparado, visibles del folio 04 al 08 de este amparo. CL
17631-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR CONSTRUCCIÓN DE PROYECTOS HABITACIONALES.  Manifiesta el recurrente que vive en Santa Ana, específicamente, en la urbanización Valle Soleado. Destaca que junto a su casa se encuentra el cauce de la Quebrada Palomas, cuyo tamaño se ha ido incrementando, debido al gran número de proyectos habitacionales que se han construido en la zona. Indica que debido a esta situación se cambió la dirección del cauce, de forma directa, hacia la tapia de su casa, lo que generó que el río se desbordara en varias ocasiones, provocando inundaciones a su casa. Refiere que, por la fuerza de las aguas, el terreno se volvió inestable y se ha lavado gran parte de la zona de protección e, inclusive, hay árboles de gran tamaño con parte de sus raíces al descubierto, por lo que amenazan con derrumbarse. Adicionalmente, resaltó que existe en la localidad un puente para un solo vehículo, el cual está en muy malas condiciones, no soporta el cauce de la quebrada, con el consecuente peligro de su desplome. Reclama que la Municipalidad de Santa Ana no ha intervenido, de manera efectiva, con el fin de solucionar la problemática.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Santa Ana, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de doce meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios  para solventar el problema que presenta el paso de alcantarilla de la Quebrada Lajas, que se ubica cerca de la casa del recurrente en la Urbanización Valle Soleado en Santa Ana.  CL

17487-10. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS Y ALCANTARILLADO EN EL  CALLE LA VIGA EN OREAMUNO DE CARTAGO. Manifiestan las recurrentes que son vecinos de Calle La Viga,  San Rafael de Oreamuno y la misma se encuentra en mal estado, pues incluso esa vía no tiene aceras o caños, además que por esa calle discurren aguas pluviales, así como aguas negras con material fecal provenientes de drenajes abiertos. Indica que el estancamiento de aguas contaminadas ha convertido el lugar en un foco de contaminación y un criadero de moscas y zancudos. Aducen que el puente que une a la comunidad se encuentra en muy mal estado, pues su estructura se compone de un chasís viejo de un camión y varias tablas de madera amarradas con alambres, lo que representa un inminente peligro para las personas que lo utilizan. Agregan que los recurridos tienen conocimiento de los hechos descritos desde hace varios años, pero lo cierto es que no han tomado las medidas necesarias para paliar esa situación. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Oreamuno, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para corregir los problemas detectados con respecto a la Calle La Viga, dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia. CL
17202-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA CONSTRUCCIÓN DE PUENTE SOBRE EL RIO JAVILLOS DE NANDAYURE. Manifiesta el recurrente que  desde hace tres años los recurridos iniciaron un arreglo del puente sobre el río Javillos, a la altura de la "Y griega", colocaron unos pilotes pero luego abandonaron el trabajo. Dice que en razón de la importancia que tiene el puente para la comunidad, han gestionado ante los recurridos para que resuelvan la situación, sin que hasta ahora hayan resuelto el problema. Se declara con lugar el recurso por la omisión de la Municipalidad de Nandayure de construir el puente sobre el río Javillos. Se les ordena al Alcalde Municipal de Nandayure y a la Presidenta del Concejo Municipal de Nandayure, disponer lo necesario para iniciar la construcción del puente sobre el río Javillos,  en el plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Se ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Garabito, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL

17227-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA QUE SE PRESENTA EN LA CALLE EN SAN JUAN DE MATA DE TURRUBARES. Manifiesta el recurrente que la amparada es dueña de una propiedad  ubicada en San Juan de Mata, de Turrubares, en el denominado Bajo Los Leones. Indica que la recurrida, nunca ha lastreado el camino, como ha hecho en otras comunidades cercanas, lo que lo convierte en un camino de barro que imposibilita totalmente el tránsito hacia el inmueble y el acceso a los demás terrenos de la zona. Alega que esa situación impide, además del acceso, la posibilidad de sacar productos de la cosecha y llevar insumos a la propiedad. Acusa que por las condiciones del camino, el Instituto Costarricense de Electricidad se niega a la instalación del servicio de electricidad por la imposibilidad de acceso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Turrubares,  realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de dieciocho meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios  para solventar el problema que presenta la calle de acceso a Bajo Los Leones en San Juan de Mata de Turrubares. CL
17205-10. VÍAS PÚBLICAS. OBRAS EN BARRIO GUINEALILLO ARRIBA DE SALITRILLOS DE ASERRÍ. Alega el accionante que los vecinos de la zona en la que habitan deben transitar por el camino de la calle del Barrio El Guinelillo Arriba para acudir a sus centros de trabajo, acceder a servicios básicos y llegar a sus hogares. Sin embargo, afirman que el lugar en mención no cuenta con una base adecuada de rodamiento de vehículos y personas, además, que los laterales de la vía no tienen un desfogue de aguas pluviales adecuado;  razón por la cual,  en época lluviosa es imposible el tránsito por dicho lugar. Aseguran que han denunciado la problemática en reiteradas ocasiones ante la municipalidad recurrida y que incluso, el 13 de agosto de 2010 fueron llevados al lugar un tractor y materiales al lugar pero la obra fue abandonada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena alAlcalde Municipal de Aserrí, disponer lo necesario para que se evalúe, inmediatamente, el estado del camino que indican los actores en Barrio Guinealillo Arriba de Salitrillos de Aserrí y, en el mes siguiente a la notificación de esta sentencia, informar a la Sala si debe ejecutarse obras en la vía, cuáles, qué prioridad cantonal tienen y el plan de desarrollo de las obras (financiamiento y cronograma). CL
17222-10. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE AGUAS EN BARRIOS LA ARENA, SANTA LUCÍA Y DANIEL ODUBER DE LIBERIA. Reclaman los recurrentes que la municipalidad recurrida le ha dado una inadecuada o inexistente canalización de aguas pluviales, ya que les han tirado el desagüe canalizado de tres barrios vecinos, lo cual cae a una calle pública que atraviesa su comunidad,  que se convierte en un río cada vez que llueve. Indican que se construyó una tapia perimetral de un residencial, la cual ha servido como "muro de contención" para las aguas naturales de lluvia, lo que aumenta la problemática de inundación citada. Indican que pidieron ayuda a la municipalidad para resolver estos problemas, pero no obtuvieron respuesta y los problemas cada vez son peores. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal de Liberia,  proceder de manera coordinada e inmediata, a adoptar las medidas que correspondan dentro del ámbito de sus competencias, para dar una solución definitiva a las inundaciones que se producen en los Barrios La Arena, Santa Lucia y Daniel Oduber de Liberia. CL
17158-10. RIÓS. SE ORDENA DAR UNA SOLUCIÓN A LOS PROBLEMAS QUE CAUSA EL DESBORDAMIENTO DEL RIÓ LIBERIA EN BARRIO LA VICTORIA.  Refieren las recurrentes que los vecinos del barrio La Victoria tienen problemas con un río que pasa por sus viviendas, motivo por el cual en la época de lluvia, éste sale de su cauce, provocando pérdidas cuantiosas a las más de cincuenta familias  que están en el lugar. Señalan que dicha situación fue puesta en conocimiento no solo de la municipalidad recurrida a través de diferentes oficios, sino también a la Comisión Nacional de Emergencias y al Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Sin embargo, hasta la fecha la  no les ha brindado una solución al problema. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y  al  Presidente del Concejo Municipal, ambos funcionarios de la Municipalidad de Liberia, que de FORMA INMEDIATA y coordinada adopten las medidas requeridas y ejecuten las acciones pertinentes para darle una solución al desbordamiento del río Liberia en el barrio La Victoria de esa comunidad. Se declara sin lugar el recurso en cuanto a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgo y Atención de Emergencias y al Ministerio de Obras Públicas y Transportes. CL 
17177-10. RÍOS. SE ORDENA EJECUTAR MEDIDAS PARA IMPEDIR QUE CAUCE DE RÍO TIRIBÍ AFECTE VIVIENDAS. Indican las recurrentes que desde que se produjo el Huracán Juana la comunidad de Lagunilla ha sido afectada por el río Tiribí, pues al aumentar su caudal y obstruirse el paso del agua se han socavado los cimientos de las viviendas que habitan. Afirman que tales acontecimientos han sido puestos en conocimiento de la municipalidad  recurrida  y de la Defensoría de los Habitantes, pero se les informó  que la entidad municipal carecía del presupuesto necesario para hacerle frente a las erogaciones que representa la problemática descrita. Afirman que la situación en la que viven se ve agravada por cuanto las municipalidades del Cantón Central de San José y la de Desamparados han tolerado y hasta otorgado permisos para depositar materiales en el cauce del río.  Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y al Alcalde Municipal del Cantón de Alajuelita,  que adopten inmediatamente y de manera conjunta las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para impedir que el cauce del Río Tiribí afecte los cimientos de las viviendas situadas en la Urbanización Los Pinos, de Lagunilla de Alajuelita. De lo anterior se deberá rendir un informe a la Sala Constitucional dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

16952-10. PLAN REGULADOR. FALTA DE AUDIENCIA PÚBLICA EN ESCAZU. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Plan Regulador de Escazú. La norma se impugna en cuanto las reformas introducidas al Plan Regulador de Escazú el 11 de mayo de 2006 no fueron debidamente expuestas previo a la audiencia pública, de modo que, con ello estima se lesionó el debido proceso, el derecho a la salud y el principio de legalidad, al no haberse seguido el procedimiento de ley correspondiente y no informarse a los ciudadanos cuáles habrían de ser las modificaciones que se le harían al plan. Se declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad. SL
17141-10. VÍAS PÚBLICAS. DENUNCIA POR INSTALACIÓN DE PORTÓN EN SERVIDUMBRE DE PASO. Manifiesta el recurrente que los recurridos instalaron un portón metálico en la servidumbre de paso que comunica a Villa Nueva con La Platanilla,  con lo cual se le obstaculizó el acceso y egreso a los habitantes de dicho sector y a los usuarios de dicho camino en general. Afirma que es la única vía de acceso y egreso utilizada por los vecinos de dicho lugar para salir a Quepos a trabajar, para asistir a los diferentes centros educativos, y para sacar los productos agrícolas cosechados por los habitantes del sector. Indica que se planteó una denuncia ante el  Concejo Municipal de Aguirre; sin embargo ha transcurrido un año y cuatro meses desde que  presentó la gestión y a la fecha la problemática expuesta no ha sido resuelta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Aguirre, y al Presidente del Concejo Municipal de Aguirre, disponer lo necesario para que se conteste, de inmediato, la gestión del amparado del 28 de mayo de 2009, con indicación de su estado. Además, de ser procedente la aplicación del procedimiento de la Ley General de Caminos Públicos, deberá seguirse con la mayor celeridad posible. CL

16599-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DEL CIERRE DE CAMINO.  Manifiesta la recurrente que un grupo de familias se adueñaron de una calle pública y para evitar el acceso a ésta colocaron un portón del cual sólo ellos poseen llave, dejándola a ella y a sus hermanos sin salida. Indica que presentó varias denuncias y demostró que la calle siempre ha sido pública, pero a pesar de que la Municipalidad recurrida ha notificado en varias oportunidades a esas personas para que quiten el portón por obstruir la vía pública, han hecho caso omiso a sus órdenes, sin que la entidad haga nada por dar una solución al problema. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal de Desamparados, y al Presidente del Concejo Municipal de ese cantón,  que dentro de los ocho días posteriores a la notificación de esta sentencia, inicien el procedimiento previsto en los artículos 32 y 33 de la Ley General de Caminos Públicos, a fin de determinar la naturaleza pública o privada del camino cerrado y lo culminen dentro de un plazo razonable.  En cuanto a la denuncia por construcciones ilegales, la Municipalidad deberá proceder en forma inmediata según lo dispuesto en la Ley de Construcciones, previniendo a los propietarios lo que fuere procedente. CL

16620-10. VÍAS PÚBLICAS. COLACIÓN DE REDUCTORES DE VELOCIDAD Y SEÑALIZACIÓN VIAL. Alega la recurrente que  presentó a la municipalidad recurrida oficio con un estudio realizado, que justifica la señalización vial y el reductor de velocidad frente al colegio La Amistad en Río Cuarto de Grecia en Alajuela; no obstante, a la fecha la municipalidad no ha dado respuesta a lo solicitado, lo que considera pone en riesgo la vida de los  estudiantes del Colegio. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Grecia,  que adopte inmediatamente las medidas necesarias en el marco de sus competencias, para que en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de la presente resolución, se coloque la señalización vial y los reductores de velocidad recomendados en el oficio de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito número DGIT-RSR-0462-2008. CL
16622-10. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS EN BARRIO NOCHE BUENA DE TURRIALBA. Indica el recurrente que su hija es usuaria de una silla de ruedas y se ve imposibilitada para transitar por las calles de su cantón, debido a que las calles se encuentran en mal estado, no existen aceras, ni cunetas y, cuando llueve, el agua se desborda por las calles destruyendo todo a su paso.  Agrega que cuando la municipalidad recurrida llega a realizar trabajos con la niveladora, deja el material a un lado de la calle y cuando llueve, dicho material vuelve a la calle, haciendo imposible su tránsito. Se declara parcialmente con lugar el recurso,  en cuanto a la falta de aceras frente a las propiedades ubicadas en Barrio Noche Buena. Se ordena al  Alcalde de la Municipalidad de Turrialba, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, para que en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en Barrio Noche Buena que no hayan construido aceras frente a sus propiedades, que den inicio a su construcción, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Turrialba supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En lo demás, se declara sin lugar el recurso de amparo. CL Parcial
16618-10. AGUAS. PROBLEMAS DE CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES EN COMUNIDAD LA ARENA DE LIBERIA. Manifiestan los recurrentes que son vecinos de la comunidad de La Arena, situada en Liberia, comunidad en la que se han presentado inundaciones desde mayo del año pasado, debido a una inadecuada canalización de aguas pluviales, ya que en su localidad desaguan tres barrios vecinos, lo que provoca que con las lluvias la calle principal se convierta en un río. Indican que además se construyó una tapia de un residencial, la que ha servido como un muro de contención y aumenta la problemática. Aducen que solicitaron ayuda a la municipalidad, sin embargo no obtuvieron una respuesta positiva. Establecen que en lo que ha transcurrido este invierno ya se han presentado inundaciones serias, que han provocado el colapso del muro y el daño a sus viviendas. Se declara  con lugar el recurso en contra del Ministerio de Salud y la Municipalidad de Liberia. Se ordena al Viceministro de Salud, al Alcalde Municipal, y a la Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Liberia, proceder de manera coordinada e inmediata a adoptar las medidas que correspondan dentro del ámbito de sus competencias, para dar una solución definitiva al problema denunciado por los recurrentes. En cuanto a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

16604-10. TERRENO ABANDONADO. PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN QUE GENERA LOTE BALDÍO EN DESAMPARADOS. Manifiesta la recurrente que contiguo a su propiedad se encuentra un terreno baldío, mismo que se ha mantenido en estado de abandono durante largo tiempo. Añade que dicho lote se ha convertido en un foco de contaminación, pues las aguas se empozan, y provocan la proliferación de mosquitos con el inminente riesgo de dengue. Agrega que un vecino ingresa  su ganado a pastear, lo que produce malos olores y proliferación de moscas. En vista de lo anterior presentó la denuncia respectiva, sin resultado alguno. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa  y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Desamparados y a  la  Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, girar las instrucciones pertinentes a fin de solucionar el problema denunciado por la recurrente respecto al lote baldío. Lo anterior dentro del término improrrogable de quince días a partir de la notificación de esta sentencia. CL
16369-10. RIOS. INUNDACIONES POR DESBORDAMIENTO DE RIÓ LAGARTO EN GOLFITO. Indica el recurrente  que la comunidad Bambel se encuentra atravesando una emergencia por el desvío del cauce del río Lagarto, lo que trae como consecuencia que cuando llueve  aumenta el cauce del río y produce que se desborde.  Menciona que las inundaciones referidas han ocasionado que muchos artículos del hogar, así como sus alimentos, se hayan deteriorado así como los terrenos para la agricultura. Añade que el problema ha empeorado y no han recibido una solución de parte del alcalde municipal accionado, pese a que han gestionado en múltiples ocasiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a: 1) Alcalde Municipal de Golfito, proceder a dar respuesta a la gestión presentada por el recurrente el 19 de julio del 2010, dentro del plazo máximo de tres días naturales contados a partir de la comunicación de este resolución. 2)  a la Presidente de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, y al Alcalde Municipal de Golfito, que coordinen acciones a efectos de proceder de forma inmediata a realizar los estudios, tomar las medidas temporales necesarias y posteriormente ejecutar y concluir las obras que requiere la solución al problema del desbordamiento del río Lagarto, con el fin de solucionar las inundaciones que se producen en la comunidad de Bambel n°3 en Golfito de Puntarenas, y prevenir riesgos futuros. CL
16374-10. PERMISOS. OTORGADOS POR LA MUNICIPALIDAD DE CORREDORES EN ZONA DE RIESGO Y PELIGROSIDAD.  Alega el recurrente que la municipalidad recurrida le otorgó un permiso de construcción a pesar de que existía con anterioridad un Decreto Ejecutivo que declaraba como zona de riesgo y alta peligrosidad el inmueble en el que construyó. Alega que el comportamiento del Río Abrojo pone en peligro la vida de propia y la de su familia y que tanto la Comisión Nacional de Emergencias como la Municipalidad de Corredores tienen conocimiento de la situación pero no toman las medidas pertinentes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Corredores y a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias cada uno dentro del ámbito de sus competencias proceder de forma inmediata a realizar los trámites necesarios -de conformidad con el informe técnico de la valoración del terreno del recurrente en cuanto a riesgo y amenaza geológica elaborado por el Departamento de Prevención y Mitigación de la Comisión Nacional de Emergencias en el año 2009- a fin de salvaguardar la vida del recurrente y sus familiares. CL

16376-10. AGUAS. SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA DE INUNDACIONES Y DESBORDAMIENTO DE AGUAS EN EL RESIDENCIAL KATARY DE NICOYA. Aducen los recurrentes que las entidades recurridas no dan una solución efectiva y definitiva, al grave problema de inundaciones que año tras año se presenta durante la época lluviosa en el Residencial Katary, desde hace veinte años y por el contrario, sólo realizan medidas paliativas pese a sus múltiples gestiones en este sentido. Se declara CON LUGAR el recurso únicamente respecto de la Municipalidad de Nicoya. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Nicoya, que, coordine lo necesario para que dentro del marco de sus competencias, solucione de forma DEFINITIVA el problema de recolección de las aguas pluviales del sector noroeste del distrito central de Nicoya y que provoca inundaciones, desbordamiento de aguas y anegamiento de casas en el Residencial Katary, lo anterior dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia. Respecto de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

16389-10.  AGUAS. SE ORDENA SOLUCIONAR PROBLEMA DE CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES. Refieren los recurrentes que en la localidad de  La Arena de Liberia, lugar donde residen, se han presentado inundaciones, situación que ha acaecido a raíz de una inadecuada canalización de aguas pluviales, ya que en su localidad desaguan tres barrios vecinos, lo que provoca que con las lluvias la calle principal se convierta en un río. Refieren que dada esta problemática, el Ministerio de Salud giró una orden sanitaria contra la Municipalidad recurrida. Explican que en el  invierno  pasado empezó a inundarse su propiedad, y en lo que ha transcurrido de este invierno, ya se han presentado cuatro inundaciones serias.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Viceministra de Salud, al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Liberia, proceder de manera coordinada e inmediata, a adoptar las medidas que correspondan dentro del ámbito de sus competencias, para dar una solución definitiva al problema denunciado por los recurrentes. En cuanto a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

PENSIONES ALIMENTARIAS

17568-10. AGUINALDO. PAGO OBLIGATORIO PARA QUIENES TIENE UN TRABAJO PROPIO Y NO RECIBEN AGUINALDO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo dieciséis de la Ley de Pensiones y otra. Este Tribunal ha analizado el tema del pago del aguinaldo como parte de la pensión alimentaria en las sentencias 6093-94, 1392-00 y 15392-03. Si bien la Sala no encuentra motivos para variar el criterio externado en esos votos, si estima necesario hacer la siguiente consideración en relación con la alegada violación al principio de igualdad, en tanto a juicio del accionante la norma en cuestión lesiona este principio pues impone la obligación de pagar aguinaldo tanto a quienes lo reciben como a quienes no, como sucede en su caso. En relación con este aspecto es importante recordar al accionante que la obligación alimentaria es una obligación ineludible que deriva de vínculos familiares, y que impone la provisión de todos aquellos bienes y servicios necesarios para el desarrollo integral y la subsistencia de los acreedores alimentarios En el caso de la pensión alimentaria, constituye una mensualidad adicional, que debe pagarse también en esa fecha. El aguinaldo constituye un beneficio del cual no tienen porqué verse excluidos los acreedores alimentarios cuyas necesidades integrales deben ser solventadas por quienes la ley obliga a hacerlo. Así, forma parte de la obligación alimentaria cuyo monto y extensión el Juez fija en sentencia, luego de analizar las necesidades del solicitante y las posibilidades económicas del deudor alimentario (ver en ese sentido votos 300-90 y 1155-91).  Aún más, dependiendo de la naturaleza y monto de esas necesidades, el Juez incluso podría disponer el pago de una cuota extraordinaria o una suma mayor por concepto de aguinaldo. Al ser el aguinaldo parte integral de la obligación alimentaria, la omisión de pago es susceptible de generar una solicitud de apremio corporal que resulta legítima. Así lo señaló este Tribunal en la sentencia 134-2000. Se rechaza por el fondo la acción. RF
PODER EJECUTIVO
17265-10. DIRECCIÓN DE INTELIGENCIA Y SEGURIDAD. SE CUESTIONA LA FUNCIÓN DE ESTA ENTIDAD. Alega el recurrente que los Presidentes de la República han utilizado a la Dirección de Inteligencia y Seguridad como medio para violentar físicamente a los diputados de la República.  Además, acusan que esa dirección ha hecho espionaje, persecución, hostigamiento, intervenciones telefónicas.  El recurrente expresa que tiene un programa de televisión educativo en la enseñanza del inglés y también de noticias y que desde marzo de 2008 la Dirección de Inteligencia y Seguridad ha amenazado a estudiantes y a sus patrocinadores para que no se anuncien en su programa, razón por la cual no han tenido anuncios pagados hace tres años. Afirma que la Dirección de Inteligencia está interviniendo ilegalmente sus teléfonos y también los de millones de ciudadanos y negocios en Costa Rica, cada día entre cuarenta y cincuenta personas llegan al Instituto Costarricense de Electricidad para denunciar a este organismo, la mayoría de las denuncias son contra los hermanos Arias y contra la actual mandataria de la República.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
16601-10.  VÍAS PÚBLICAS. AUSENCIA DE ACERAS Alega la recurrente que es indígena Maleku, reside en la comunidad conocida con el nombre Palenque El Sol en Guatuso del Alajuela y, asiste al Colegio de Guatuso. Refiere que por su condición es discriminada, ya que en la carretera interamericana, ruta que tiene que tomar para asistir a clases, no existen aceras, motivo por  el cual en cualquier momento puede sufrir un accidente de tránsito. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, que  de la solución efectiva al problema de inseguridad existente en la Ruta Nacional número 04 reclamado por la recurrente, deberá concretarse dentro de un plazo razonable, que no podrá exceder a los seis meses, posteriores a la notificación de la presente sentencia. CL
PODER JUDICIAL
17909-10. PRONTA RESOLUCIÓN. ASUNTOS DE PRONTA RESOLUCION EN MATERIA LABORAL DEBEN SER CONOCIDOS EN VÍA CONTENCIOSA Y NO EN LA SALA CONSTITUCIONAL. (Cambio de criterio).  Alega el recurrente que desde al año 2005 ha solicitado a la autoridad recurrida, un traslado por excepción a otro centro educativo, pero a pesar que ha sido tomada en cuenta para diversos nombramientos ninguno le ha sido concretado, entre otras razones por no existir un puesto al que puedan trasladarla o bien por extravío de sus documentos, no obstante, a la fecha sus gestiones no han sido resueltas. La Sala indica que con la nueva justicia administrativa, se abrió un mecanismo célere y cumplido para la protección de situaciones jurídicas sustanciales de los administrados, por ello, la verificación de los plazos pautados por ley para resolver procedimientos administrativos, son una cuestión de legalidad ordinaria que, en adelante, puede ser discutida y resuelta ante la jurisdicción contencioso-administrativa con la aplicación de los principios que nutren la jurisdicción constitucional, tales como los de la legitimación vicaria, la posibilidad de la defensa material -esto es de comparecer sin patrocinio letrado- y de gratuidad para el recurrente. A partir de la sentencia 9928-10, se indica, con meridiana claridad, que hay pretensiones surgidas en el contexto de una relación estatutaria que, por su naturaleza sustancial o material y el régimen jurídico aplicable, deben ser residenciadas, necesariamente, ante la jurisdicción contencioso-administrativa y no en la laboral. Este Tribunal entiende que las pretensiones que deduzca un justiciable que es, al propio tiempo, funcionario o servidor público, demandando el respeto y tutela del derecho a un procedimiento pronto y cumplido o, lo que es lo mismo, a un procedimiento administrativo en un plazo razonable, sin dilaciones o retardos indebidos o injustificados, debe ser conocida y resuelta por la jurisdicción contencioso-administrativa, en cuanto se refiere a verificar si se han cumplido o no los plazos establecidos por la ley aplicable para sustanciar un pedimento en la sede administrativa. Antes de esta sentencia, este Tribunal Constitucional remitió a conocimiento de la jurisdicción contencioso-administrativa, toda pretensión, fuera de una relación estatutaria, en la que un administrado demandara la protección del derecho a un procedimiento en un plazo razonable, no así las verificadas en una relación estatutaria,  sin embargo, al poder, ahora por virtud de la sentencia No. 9928-2010, ser remitidas a la jurisdicción contencioso-administrativa, con las ventajas inherentes a ésta, así lo decide para que los órganos jurisdiccionales de ese orden sustancien tales procesos de conformidad con los principios, reglas y preceptos de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. El Magistrado Castillo salva el voto y señala que concuerda con la mayoría en el sentido de que “(…) toda pretensión relacionada con la conducta de las administraciones públicas en materia de relaciones de empleo público” es de conocimiento de la jurisdicción contencioso-administrativa, de ahí que haya votado la sentencia número 9928-2010; no así “(…) en lo referente al respeto y tutela del derecho a un procedimiento pronto y cumplido o, lo que es lo mismo, a un procedimiento administrativo en un plazo razonable, sin dilaciones o retardos indebidos o injustificados”, pues, en este caso, lo que está de por medio es una vulneración a un derecho fundamental: a la justicia pronta y cumplida en sede administrativa. En este supuesto, a quien le corresponde la competencia es a este Tribunal, y no a los que integran la jurisdicción contencioso-administrativa. Por lo anterior, considera que esta jurisdicción es la competente para conocer de este tipo de asuntos. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. RP

PRIVADOS DE LIBERTAD
17942-10. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN ÁMBITO D DE LA REFORMA.  Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Ámbito D, Pabellón C2, del Centro de Atención Institucional La Reforma, y que en la celda en la cual se encuentra debe dormir en el suelo, pues fue diseñada para albergar máximo a cuarenta privados de libertad; sin embargo, en la actualidad hay sesenta y uno. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso por violación al artículo 40 de la Constitución Política. En consecuencia se ordena al Director del Centro de Atención Institucional Reforma y al Director del Ámbito de Convivencia D, que procedan a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo máximo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se disminuya la sobrepoblación que se mantiene en el Ámbito D de ese centro penal, hasta llegar a su capacidad real. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial     

17170-10.  VISITAS. LIMITAN INGRESO DE  HIJOS MENORES A CENTRO PENITENCIARIO DE CARTAGO.   Refiere la recurrente que sus cinco hijos cuentan con la autorización reglamentaria para hacer ingreso al centro recurrido y visitar a su padre. Alega que la autoridad recurrida emitió una orden que empezó a regir el primero de mayo de este año, en la cual se dijo que sólo podrían hacer ingreso al centro tres adultos y tres menores. Comenta que cuando se presentó a hacer la visita con sus 5 niños a fin de compartir con su esposo, se le dijo que sólo podía entrar con tres niños, de manera que a los otros dos los debería dejar afuera. Aduce que los niños no podían entender por qué unos podían entrar a ver a su padre y otros no, y hasta se pusieron a llorar, ya que debido a su condición económica sólo pueden visitarlo una vez a la semana. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director del Instituto Nacional de Criminología, y al Director del Centro de Atención Institucional de Cartago,  tomar las medidas necesarias para que el privado de libertad  pueda reunirse con sus cinco hijos menores de edad durante el tiempo y fecha asignados para las visitas en el Centro de Atención Institucional de Cartago donde se encuentra. CL

17176-10. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN ÁMBITO “B” DE LA REFORMA. Alegan los recurrentes que se encuentran privados de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma y que ese centro penitenciario no cuenta con las condiciones mínimas para la permanencia de tales personas dentro del penal, por cuanto no existen servicios sanitarios ni agua potable para satisfacer las necesidades de los visitantes, en razón de que sólo hay dos servicios sanitarios pero no tienen agua. Refieren que existe una sobrepoblación penitenciaria, por lo que en todos los dormitorios del Ámbito de Convivencia B deben dos o tres personas en el piso. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, por el faltante de camarotes y espumas en el Ambito de Convivencia B del Centro de Atención Institucional La Reforma. Se ordena al Director General, y al Director del Ambito de Convivencia B, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma,  que adopten las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias para que, de forma inmediata, se resuelva el  faltante de camarotes y espumas que aqueja a los privados de libertad ubicados en el referido Ambito de Convivencia B. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL  Pacial

16933-10. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MÉDICA. Indica el recurrente que tiene catorce meses de estar  esperando unas citas médicas en el Hospital de Alajuela en diferentes servicios, pero para su sorpresa le informan que  no existen en el sistema esas salidas médicas o citas a su nombre y el Director de Médicos de la Reforma y la  coordinadora, le manifiesta que no puede hacer nada ya que las referencias médicas aparecen realizadas en su expediente clínico. Se declara parcialmente con lugar el recurso.  Se ordena al Director Médico de la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma y al Director General del Hospital de San Rafael de Alajuela, que, en forma inmediata, tomen las medidas que están dentro del ámbito de sus competencias a efecto de programarle al amparado, una cita en el Servicio de Oftalmología del Hospital San Rafael de Alajuela. En cuanto a la remisión del amparado al Servicio de Cardiología del Hospital San Rafael de Alajuela, se impone declarar sin lugar el recurso. CL Parcial

17128-10. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO LA REFORMA. Alega el recurrente que en el centro penitenciario donde se encuentra  existe hacinamiento. Indica que actualmente hay reclusos durmiendo en el suelo, entre las camas o lugares de paso, los cuales se inundan con las lluvias de la época. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16939-10. UBICACIÓN. PERSONA CON PROBLEMAS MENTALES Argumenta la recurrente que el amparado padece problemas psiquiátricos y necesita medicación y atención psicológica continua. Afirma que por sus problemas mentales se vio involucrado en un robo de una grabadora, por lo que fue detenido y procesado por el Tribunal de Flagrancia y condenado a tres años y cuatro meses de prisión y que fue ubicado en el centro de atención institucional recurrido desde hace veintidós días, en donde se encuentra sin su medicación y sin atención psicológica y ha sido sometido por otros privados de libertad a tratos que atentan contra su dignidad humana, su integridad física y su vida.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

16476-10. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MÉDICA. Indica el recurrente  que tiene pendiente variancitas médicas pero la autoridad recurrida no ha gestionado su traslado al centro médico respectivo, ya que alega falta de personal y de transporte. Debido a esta situación, perdió  una la cita programada para el seis de septiembre de este año. Alega que su problema de salud empeora, ya que tiene una úlcera, y además, presenta problemas en su vista y en su cabeza, por lo que requiere ser operado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma,  y al Director Médico de la Clínica de ese centro,  que dispongan lo necesario a fin de que sean programadas nuevamente las citas de Neurología y Gastroscopía al amparado y sea puntualmente trasladado al efecto. CL

16362-10. VISITA CONYUGAL. SE ORDENA A CENTROS PENITENCIARIO  COORDINAR  VISITA CONYUGAL.  Mencionan las recurrentes que son privadas de libertad y en esa condición, solicitaron se les otorgara el derecho de visita conyugal, para lo cual el Centro de Atención Institucional Cocorí, en Cartago, cuenta con todas las facilidades, pero no han querido otorgarles un día a la semana, pues el único día que tiene disponible el centro penitenciario es el martes, pero ese día ya está saturado. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de Cartago, y a la Directora del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, que adopten de manera conjunta las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes, para que la amparada  pueda disfrutar, inmediatamente, de la visita conyugal. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

SERVICIOS PUBLICOS
17947-10. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDEN SERVICIO POR FALTA DE PAGO Y NO PONEN FUENTE DE AGUA PÚBLICA. Refiere la recurrente que la Municipalidad  recurrida le cortó el servicio de agua, por el no pago de una alta suma de dinero por consumo de agua originada en una fuga que no fue reparada. Explica que la fuga se produjo en la acera, frente a la puerta de la propiedad, es decir, en propiedad municipal, pero luego de esperar tres semanas a que se realizara la reparación, decidió repararla ella misma. Se declara parcialmente con lugar el recurso por no haberse instalado fuente de agua pública. En cuanto a las razones por las cuales se suspendió el servicio de agua potable a la recurrente, se declara sin lugar el recurso. CL.Parcial

17171-10. SERVICIO DE AGUA. SE ORDENA  A LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA BRINDAR SERVICIO DE AGUA EN CALLE EL BOSQUE DEL PASITO. Alegan los recurrentes que son vecinos de Calle El Bosque del Pasito, en Desamparados de Alajuela, y que son catorce familias que siempre han enfrentado graves problemas de abastecimiento de agua potable. Refieren que no habitan en un precario, pues han adquirido por compra cada uno de sus terrenos. Indican que al costado sur de sus propiedades pasan las redes de agua potable administradas por Acueductos y Alcantarillados, pero éstas pasan a un desnivel tal que el agua no sube a sus propiedades. Señalan que al costado norte pasa la red de agua que administra la Municipalidad accionada, a un nivel superior a los dos metros de altura, por lo que se facilita instalar una toma de agua para que sus familias se puedan abastecer de ese líquido. Explican que a la fecha continúan totalmente carentes de dicho servicio, a pesar de que las redes están pegadas a las cercas de sus propiedades, se ven obligados a jalar agua en tarros. Mencionan que le han pedido reiteradamente a la municipalidad accionada que les instale el servicio; no obstante, han pasado años sin que se les resuelva su situación.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Alajuela,  que en forma inmediata, dicte las disposiciones e instrucciones legales correspondientes, para que se le brinde a cada una de las casas de la Calle el Bosque del Pasito de Desamparados de Alajuela, que se encuentre habitada, un servicio independiente para cada vivienda, de agua potable -siempre y cuando cumplan con los requisitos legales y reglamentarios-. Queda facultada la Municipalidad para cobrar la tarifa que por ese servicio autorice la ley. CL
17267-10. AUDIENCIA PÚBLICA. PARA DISCUTIR AUMENTO DE TARIFA ELÉCTRICA. Aduce  el recurrente, que la recurrida convocó a una audiencia pública para discutir el aumento de la tarifa eléctrica solicitada por Coopesantos, R.L., a celebrarse el próximo nueve de setiembre. Dicha audiencia se celebrará en San Ignacio de Acosta y en San Marcos de Tarrazú, pero se dejó por fuera a todo el cantón de Mora. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

16655-10. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. NIEGAN INSTALACIÓN  Alega  el recurrente que solicitó la instalación del servicio público de electricidad en su casa, pero se negaron a brindárselo aún cuando el último poste está ubicado a trescientos metros, pese a  lo anterior le piden pagar cinco millones de colones, pues de lo contrario se quedarían sin ese servicio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16663-10. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDEN SERVICIO POR FALTA DE PAGO. Reclaman los  recurrentes que son miembros de la Junta de Educación de la Escuela de Turrucares y, fueron informados que en dicho centro, la Municipalidad recurrida suspendió el servicio de agua  por falta de pago, motivo por el cual acudieron para presentar un arreglo de pago, con copia del presupuesto ordinario y la mensualidad que podían cancelar. Aducen que fue sorpresivo que se les indicara que la deuda estaba pendiente a partir del año dos mil uno, y se les indicó que debían pagar una suma desproporcionada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

16615-10. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR.  Manifiesta  la recurrente que tiene problemas con el abastecimiento de agua potable en su vivienda, incluso no tiene el suministro desde el veintitrés de a gusto de este año. Reclama que en innumerables oportunidades ha acudido ante las dependencias del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, a denunciar la anomalía, sin embargo, no han intervenido de manera efectiva. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, adoptar, inmediatamente, las medidas necesarias para que finalicen las obras encaminadas para dotar a la recurrente del servicio de agua potable en su vivienda. Asimismo, mientras esa construcción concluye, deberá continuar proveyéndole de agua potable vía fuente pública o por cualquier otro medio que se estime razonable. CL

16356-10. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDEN SERVICIO POR FALTA DE PAGO.  Indica la recurrente que la  municipalidad  recurrida ordenó la suspensión del servicio de agua potable en  la vivienda que alquila a la empresa amparada por  tener sumas pendientes de pago. Manifiesta que debido a lo anterior se presentó ante la recurrida con el objeto de cancelar las sumas adeudadas, sin embargo, no se le permitió hacerlo bajo el argumento de que tenía que pagar la totalidad de los saldos de los demás servicios e impuestos, razón por la cual se encuentra sin agua potable. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal en Ejercicio de Alajuela, instalar, de inmediato, una fuente pública de agua potable en un lugar cercano y accesible a la casa número 15 de la Urbanización Don Bosco, en Alajuela. CL

16382-10. SERVICIO DE AGUA Y ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE SERVICIO DE ELECTRICIDAD Y AGUA. Refiere el recurrente  que debido a diferencias familiares la recurrida le cortó el suministro de luz y agua con el único fin de forzar al amparado a abandonar el inmueble que le alquila  y cuyo pago actualmente deposita.  Se declara CON lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la recurrida que, en forma inmediata, reconecte el servicio de agua potable y electricidad a la casa que alquila al amparado,  y que se abstenga de volver a incurrir en los hechos que motivaron la estimatoria de este recurso. CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
17199-10. LABORAL. SANCIÓN IMPUESTA A ARBITRO DE FÚTBOL SALA SIN DEBIDO PROCESO. Aduce  el recurrente que el Secretario de la Asociación recurrida le comunicó al amparado que la Junta Directiva acordó suspenderlo por un plazo de dos años de toda actividad arbitral.  Acusa que nunca se le dio al amparado la oportunidad de conocer los cargos que se le atribuyen, por ende no pudo ejercer su derecho de defensa. Asegura que se envió copia del acuerdo a los órganos superiores del arbitraje de este país, con lo cual se pretende cerrarle las puertas al amparado para que no pueda desempeñarse en ningún nivel del arbitraje. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta al amparado, en la sesión de Junta Directiva de la Asociación Sureña de Árbitros de Fútbol Sala,  celebrada el lunes 26 de julio a las dieciocho horas treinta minutos y se le restituye en el pleno goce de sus derechos. CL






